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			PRÓLOGO

			 

			 

			 

			 

			El término —en singular— «derecha» se aplica comúnmente en los sistemas políticos a un amplio sector de opciones doctrinales y a las organizaciones —partidos, plataformas sociales, medios de comunicación— que las representan públicamente en un momento determinado, en oposición a otro sector ideológico que se agrupa bajo el concepto de «izquierda». Sin embargo, salvo situaciones concretas de dictaduras de partido único, esta condición bipolar obliga a amplias matizaciones en la definición de las corrientes ideológicas, sistemas de partidos, conductas políticas y estructuras sociales de apoyo de la díada izquierda-derecha. De modo que, a partir de una definición espectral genérica —«la derecha»— cabe hablar de la pluralidad de «las derechas», tanto en un modelo estasiológico concreto como, sobre todo, en el estudio de su evolución a largo plazo.

			En ambos planos, las diferencias doctrinales y programáticas entre las corrientes derechistas —desde el neofascismo hasta el liberalismo progresista— suelen ser radicales. Entre el modelo económico corporativista y de alto control estatalita del falangismo y los desarrollos neoliberales de desregulación extrema del Partido Popular hay un mundo. También entre el Estado unitario y administrativamente centralizado del franquismo y la creciente descentralización asumida por las principales formaciones de la derecha estatal a partir de 1978 o el soberanismo, en vía al independentismo, de los nacionalismos de la derecha periférica, así como entre la férrea defensa de la moral católica tradicional por parte del régimen franquista y de las formaciones ultraconservadoras que se han ido sucediendo tras su desaparición, y los valores secularizadores crecientemente asumidos por el centroderecha liberal mediante los desarrollos normativos de la Constitución. Por no hablar de la diferencia entre el modelo autoritario orgánico institucional y de representación política del franquismo, heredado de la derecha antiliberal del primer tercio del siglo XX  —tradicionalismo, fascismo, catolicismo social—, y la defensa del pluralismo político y de la representación ciudadana basada en el sufragio universal que han postulado la gran mayoría de los partidos de la derecha desde la Transición.

			Resulta posible, sin embargo, señalar por encima de estas diferencias algunos puntos comunes que facilitan una taxonomía genérica de las derechas en nuestro país: la continuidad evolutiva, el nacionalismo identitario y el catolicismo.

			 

			a) En primer lugar, su propio desarrollo histórico, hilvanado en un continuum en el que se yuxtaponen los partidos y su personal político, aunque modificando estructuras y programas en función de la coyuntura. Así, la derecha franquista y su Movimiento Nacional eran fruto de la fusión de las organizaciones de la derecha antiliberal existentes en 1936 (es decir, de casi toda la derecha del momento). Durante la Transición, las corrientes internas del Movimiento dieron origen a partidos como la conservadora Alianza Popular, la ultraderechista Fuerza Nueva o la Unión de Centro Democrático (UCD), a la que se incorporó la reducida derecha antifranquista de filiación liberal y democristiana, mientras que los nacionalismos catalán y vasco recuperaron la funcionalidad de la tradición de su derecha de preguerra. Y, tras la atomización producida por la desaparición de la UCD, el Partido Popular fue construido con la reunificación de sus antiguas facciones bajo el patronazgo de una Alianza Popular que se disolvió en el nuevo espacio político común de la derecha. 

			b) Otra característica genérica, y no específicamente de España, es el nacionalismo identitario, la consideración de la comunidad nacional como eje de la acción política y de la estructura del Estado. Pero, a diferencia de otros países de su entorno, el nacionalismo en España ha estado tradicionalmente enfocado desde diferentes perspectivas, incompatibles en sus planteamientos. Se trata del nacionalismo unitario de la tradición liberal, asumido luego por el franquismo bajo parámetros distintos; el arcaico modelo fuerista del tradicionalismo; el «patriotismo constitucional», defensor del actual Estado de las Autonomías como sistema comunitario, o los nacionalismos «periféricos» de derecha y su pulsión separatista. Además, en su conceptuación genérica, el nacionalismo identitario no es un patrimonio exclusivo de la derecha, sino que también lo comparten fuerzas que se proclaman de izquierdas, tanto quienes formulan a España, con una perspectiva federalista, como «nación de naciones», como los sectores ultrapatriotas de la izquierda catalana, vasca o gallega. 

			c) Un tercer elemento, que podríamos calificar de «cosmovisión», parece más seguro que el nacionalismo a la hora de definir la naturaleza común y específica del ámbito derechista hispano. Sería la defensa de una sociedad conservadora basada en valores morales vinculados a la doctrina de la Iglesia católica. Con todo, es evidente que la mayor parte de este amplio sector de la política española ha ido moderando sus impulsos de religiosidad integral, desde el clericalismo estricto del viejo tradicionalismo o el nacionalcatolicismo franquista, más próximo, hasta la aceptación de principios secularizadores —pero no laicistas— por los partidos constitucionalistas propugnadores del flexible «humanismo cristiano» a partir de la Transición. 

			 

			En otro orden de cosas, aunque el texto del libro sigue un procedimiento de relato cronológico, lo vertebra una idea global: la aplicación del concepto de «destrucción creativa», propuesto por Werner Sombart y desarrollado por Joseph Schumpeter. Establece este último que los sectores proactivos de la economía proceden periódicamente a disolver sus viejas empresas, víctimas de la rutina o de la decadencia, y las refundan bajo innovadores patrones organizativos y procesos productivos que atiendan a la cambiante demanda del mercado, a fin de asegurar «la persistencia del orden capitalista» mediante una renovación radical.[1]

			Este concepto parece sumamente útil para explicar la evolución de la derecha política en la España del último siglo; una derecha que siempre ha actuado conforme al principio schumpeteriano, disolviendo sin grandes problemas aquellas de sus organizaciones que resultaban ya disfuncionales —la Unión Patriótica, el Movimiento Nacional, la Unión de Centro Democrático, Alianza Popular, etcétera— y renovándolas acto seguido con otras que rescataban a su militancia y a sus votantes, pero bajo una pragmática modificación de programas y modelos de partido para adaptarlos a las nuevas condiciones del mercado político. Un sistema que requiere capacidad camaleónica para, en el más breve plazo posible, transformar estructuras, adaptar doctrinas, crear nuevos líderes y lavar pasados personales o jubilar a los poseedores de historiales indefendibles. 

			En el periodo que estudia este libro, cuatro generaciones de españoles ejercieron la condición política de militantes de partido o la de electores y emisores de opinión. Unas generaciones separadas, más que por periodizaciones biológicas, por lo que Ortega y Gasset denominó su «sensibilidad vital»:

			 

			Una generación no es un puñado de hombres egregios, ni simplemente una masa; es como un nuevo cuerpo social íntegro, con su minoría selecta y su muchedumbre, que ha sido lanzado sobre el ámbito de la existencia con una trayectoria vital determinada. La generación, compromiso dinámico entre masa e individuo, es el concepto más importante de la historia y, por decirlo así, el gozne sobre que ésta ejecuta sus movimientos.[2]

			 

			El desarrollo de estas generaciones orteguianas vino condicionado en España por dos cesuras históricas de enorme trascendencia: la Guerra Civil de 1936-1939 y el establecimiento en 1978 de una democracia constitucional que puso fin a la larga dictadura franquista. Fueron vivencias generacionales muy distintas que marcaron el modo de entender la acción política, desde la radical antítesis franquismo-antifranquismo hasta las generalizadas fórmulas de negociación y convivencia propias de un sistema democrático. Cuatro generaciones sucesivas que generaron pautas de evolución política muy disímiles entre los militantes y votantes de las diversas derechas; más, desde luego, que en sus coetáneas izquierdistas. Sus características específicas, y las dinámicas intergeneracionales en torno a cuestiones como la innovación organizativa, la evolución doctrinal o el relevo de cuadros dirigentes, explican en buena medida el recurrente proceso de «destrucción creativa» vivido por la derecha española en el periodo objeto de este estudio. De forma muy esquemática, la sucesión de generaciones políticas sería la siguiente:

			 

			•  La Generación de la Guerra Civil (o de la Cruzada), integrada por quienes eran ya adultos en 1936 e «hicieron la guerra» en el bando nacional como combatientes, como cuadros políticos, como clérigos, como intelectuales comprometidos, etcétera. Procedentes en un elevado porcentaje de la base humana de los partidos derechistas de preguerra o incorporados a la militancia en la posguerra, los miembros de esta primera generación coparon los altos puestos del personal político durante casi toda la era franquista, asumieron en su etapa final, como corriente sociopolítica, la defensa de la continuidad impoluta de la dictadura, y dirigieron en los años de la Transición los partidos y las plataformas de opinión opuestos a la apertura a la democracia. 

			•  La Generación intermedia, la de los nacidos en el periodo de entreguerras que no disfrutaron de la condición de «combatientes» en el conflicto español, por lo que se iniciaron en la militancia en las filas del Movimiento Nacional franquista en los años cincuenta y ascendieron lentamente en la clase política, fundamentalmente a través de sus méritos profesionales. Tras copar los puestos intermedios en el escalafón político de la Administración, a mediados de los años sesenta miembros de esta generación alcanzaron cargos políticos de primer nivel y se decantaron, mayoritariamente, por impulsar la vía «aperturista» a fin de renovar la adhesión popular a la dictadura y modernizar sus estructuras. Pero cuando, apenas una década después, la derecha hubo de asumir con urgencia la rápida transición a una democracia parlamentaria, los integrantes de esta segunda generación se vieron rápidamente superados por el más ágil y desacomplejado reformismo de la tercera generación franquista.

			•  La Generación del Príncipe, coetáneos de Juan Carlos I, cuyos miembros llegaron a la política en la última etapa de la dictadura y, en general, evitaron utilizar la obsoleta vía del Movimiento Nacional para dedicarse a la actividad política y verter sus opiniones en el seno de la corriente reformista —para la que inventaron el concepto de «centrismo»—, o bien nutrieron en mucha menor medida la base social del inmovilismo e incluso actuaron en las filas de la oposición moderada, promoviendo o renovando núcleos doctrinales democratacristianos y liberales. Tras dinamitar las estructuras del Movimiento, reunificaron a la mayor parte de las corrientes derechistas en la gobernante Unión de Centro Democrático. Cuando, apenas seis años después, esta se deshizo, reconstruyeron el sistema de partidos, por primera vez desde 1936 en la oposición a la izquierda en el poder, a través del proyecto conservador de una renovada Alianza Popular, de diversos partidos menores de carácter liberal, democristiano o ultraderechista y de una miríada de formaciones regionalistas surgidas al calor del proceso autonómico, en competencia con las localmente pujantes derechas nacionalistas vasca y catalana. 

			•  La Generación de la Transición, nacida en los años cincuenta y primeros sesenta, encabezó un nuevo proyecto de reconstrucción de la hegemonía política a través de la fórmula del centroderecha unitario; fórmula plasmada, a partir de 1989, en el Partido Popular, que fue incorporando pequeñas formaciones democristianas, liberales y regionalistas hasta superar el «techo» electoral del 25 por ciento que había limitado a las coaliciones electorales encabezadas por Alianza Popular y alcanzar el Gobierno en 1996 y la mayoría parlamentaria absoluta cuatro años después. 

			 

			Se abría con ello una nueva etapa, que trasciende los límites cronológicos de este libro, en la que esa cuarta generación mantuvo al Partido Popular como fuerza hegemónica de la derecha española. Hasta que, a partir de 2015, el PP entró en un rápido proceso de disfuncionalidad que favoreció la aparición de un nuevo escenario, en el que la derecha se diversificó con afán cainita, bajo el impulso de los miembros de una quinta generación nacida ya en el posfranquismo.

			Pero eso no es, aún, historia.
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			LA GRAN COALICIÓN

			LA DERECHA UNIFICADA 

			 

			1937-1945

			 

			 

			 

			 

			El 20 de abril de 1937, el Boletín Oficial del Estado publicó el decreto número 255 del «Gobierno del Estado», el eufemismo con el que se citaba desde septiembre del año anterior la dictadura personal del general Francisco Franco Bahamonde. Fechado en Salamanca el día 19, su preámbulo explicaba:

			 

			Una acción de gobierno eficiente, cual cumple ser la del Nuevo Estado Español, nacido por otra parte bajo el signo de la unidad y la grandeza de la Patria, exige supeditar a su destino común la acción individual y colectiva de todos los españoles […]. Esta unificación que exijo en el nombre de España y en el nombre sagrado de los que por ella cayeron —héroes y mártires—, a los que todos y siempre guardaremos fidelidad, no quiere decir ni conglomerado de fuerzas ni mera concentración gubernamental, ni unión pasajera. Para afrontarla de modo decisivo y eficaz hay que huir de la creación de un partido de tipo artificial, siendo por el contrario necesario recoger el calor de todas las aportaciones para integrarlas, por vía de superación, en una sola entidad política nacional, enlace entre el Estado y la Sociedad, garantía de continuidad política y de adhesión viva del pueblo al Estado.

			 

			El decreto establecía un nuevo orden político basado en la unificación de los dos partidos que habían adquirido mayor protagonismo en el bando nacional durante los meses de guerra civil transcurridos y en la disolución de los restantes: 

			 

			Artículo 1º. Falange Española y Requetés, con sus actuales servicios y elementos, se integran, bajo Mi Jefatura, en una sola entidad política de carácter nacional, que de momento se denominará Falange Española Tradicionalista y de las J.O.N.S. Esta organización, intermedia entre la sociedad y el Estado, tiene la misión principal de comunicar al Estado el aliento del pueblo y de llevar a éste el pensamiento de aquél a través de las virtudes político-morales, de servicio, jerarquía y hermandad […]. Quedan disueltas las demás organizaciones y partidos políticos. 

			 

			Tras un siglo de fundaciones, divisiones, desapariciones y refundaciones, la derecha española se convertía, a través de FET-JONS, en un cuerpo político único.

			 

			 

			EL RÉGIMEN

			 

			En 1939 no existía en España fuerza política alguna, con capacidad para actuar dentro de la legalidad, que pudiera identificarse como demócrata, liberal, socialista, progresista o laica. En 1975, nada había cambiado. A lo largo de casi cuarenta años el franquismo buscó dominar y orientar en su propio beneficio todos los aspectos de la vida española, imponiendo de modo coercitivo no solo un modelo de Estado dictatorial, sino también pautas obligatorias de vertebración de la sociedad y de desarrollo de la cultura, y estableciendo rígidas normas de moralidad colectiva y de conducta individual, fuera de las cuales los ciudadanos quedaban expuestos a la represión legal y a la marginación social. En este aspecto, no cabe sino apreciar en la dictadura española una permanente naturaleza totalitaria. 

			No obstante, el régimen franquista tuvo desde sus inicios un carácter peculiar. Surgido de un pronunciamiento realizado por militares profesionales, se fue construyendo a lo largo de una guerra civil en la que el Ejército organizó la colaboración subordinada de un variado espectro de organizaciones políticas de carácter genéricamente derechista, para hacerlas desaparecer luego en una nueva estructura de partido único. El auténtico beneficiario de la Unificación no fue, pues, un «bloque de poder» tradicional que hubiera vivido durante la República una «crisis de hegemonía», o un partido político ya existente con un líder carismático. El gran vencedor fue el general Franco, autoinvestido como jefe nacional de FET-JONS. A diferencia de Hitler o de Mussolini, no era un caudillo fascista bregado en la lucha opositora, sino un novel dictador militar de talante conservador que sometió al Partido Único, que había creado por decreto, a su poder absoluto y lo llevó a asumir una mixtura doctrinal y un modelo de representación institucional que se entenderían propiamente como «franquismo».[3]

			En cuatro décadas, el sistema en su conjunto evolucionó a impulsos de los cambios de coyuntura. Mantuvo su pulsión totalitaria en el afán de organizar y dirigir todos los aspectos de la vida pública, de la emisión de pensamiento, de las relaciones sociales y de la conducta personal de los españoles. Pero en lo referente a su funcionamiento político, la dictadura experimentó cambios muy notables, desde su identificación con los regímenes de partido único del fascismo europeo de entreguerras hasta la «democracia orgánica» preconizada por el autoritarismo tecnocrático de los años sesenta. Y, siempre, con la justificación de que el modelo político y administrativo del Nuevo Estado surgido de la Guerra Civil y su Partido Único eran una etapa provisional y evolutiva hacia el objetivo final, el retorno a un pasado mítico en el que se habría construido la nación —la monarquía de los Reyes Católicos y de los primeros Austrias— que ya se marcaba en el Decreto de Unificación: «Cuando hayamos dado fin a esta ingente tarea de reconstrucción espiritual y material, si las necesidades patrias y los sentimientos del país así lo aconsejaran, no cerramos el horizonte a la posibilidad de instaurar en la Nación el régimen secular que forjó su unidad y su grandeza histórica».

			El sistema político presidido por Francisco Franco entre 1936 y 1975 no puede ser calificado, en exclusiva, como una dictadura de las Fuerzas Armadas, de un partido político o de una clase social dominante, ni como una teocracia católica. Hay elementos de todo ello. Pero el principal rasgo identificador que se mantuvo a lo largo de las cuatro décadas fue —aparte del hecho mismo de su naturaleza antidemocrática, claro— la permanencia del Caudillo en la Jefatura del Estado. El general encarnó todos los poderes estatales y, en virtud de la legitimidad aportada por un triunfo bélico cuyo mérito se le atribuía y del abrumador culto a la personalidad que lo envolvió, pudo identificarse ante sus partidarios como la personificación misma de la soberanía nacional y de la voluntad divina.

			La autoridad de Franco como dictador procedía no solo de este liderazgo carismático, o del apoyo incondicional del Ejército y de una parte de la sociedad española, sino del ejercicio de un papel arbitral incontestable, que supo dosificar con habilidad.[4] Arbitró sobre las distintas facciones políticas, las familias que integraban el Movimiento Nacional. También en los conflictos entre las instituciones del Estado, cuya más alta autoridad poseía en exclusiva. Arbitró incluso sobre la dinámica de las fuerzas sociales, sometidas a una continua intervención correctora de los aparatos estatales que él dirigía. Pero arbitró no con el fin de administrar justicia o equidad, sino de cerrar conflictos y redistribuir cuotas de poder delegado en función de sus personales criterios. Como Caudillo victorioso en la guerra, como cabeza del Estado, como jefe político del Movimiento Nacional, como Generalísimo de los Ejércitos, Francisco Franco se situó por encima de las banderías de sus partidarios y no se hizo responsable ante nadie de sus actos. Ni ante los compañeros militares que lo elevaron al poder ni ante las fuerzas políticas que lo apoyaban, a las que supo mantener divididas y sometidas a su autoridad indiscutible de árbitro y sancionador.

			Otra cuestión es la conceptualización tipológica del franquismo. La misma expresión utilizada por sus partidarios para designar al sistema político, «el Régimen», amparaba en su imprecisión semántica la necesidad de rehuir en su definición términos tan poco ambiguos como «dictadura» o «monarquía sin rey».

			Una visión muy extendida de la naturaleza del régimen franquista es la de una dictadura fascista, políticamente equiparable a las que vivieron Alemania e Italia en los años treinta, aunque con un modelo económico y social menos moderno. Tal punto de vista para las cuatro décadas, de trazo grueso y fuertemente doctrinario, es relativizado o rechazado por la mayoría de los historiadores, que aprecian en el franquismo considerables diferencias con respecto a los sistemas totalitarios más puros de la Europa de entreguerras. En expresión de Ismael Saz, el franquismo «fue una dictadura reaccionaria que tomó del fascismo todo aquello que no entraba en contradicción con los intereses de las clases dominantes y los dirigentes, de las clases medias, de la Iglesia y del Ejército». De modo que en el Nuevo Estado habrían competido dos «culturas políticas», la fascista y la nacionalcatólica, esta última «hegemónica» a la hora de explicar su naturaleza.[5]

			Y esta ambivalencia resultaba ya evidente incluso en algunos análisis realizados en la fase final del franquismo. Así, en uno de los primeros estudios sobre el tema, Amando de Miguel le aplicó los conceptos de «autoritarismo básico» y «antiparlamentarismo», propios del fascismo, pero también de la derecha radical. Y señalaba la resistencia de los grupos no falangistas de la coalición franquista al mantenimiento de la estructura de partido único, el «antiestatismo» de los sectores más vinculados al catolicismo político e incluso una latente «nostalgia liberal» que habría impedido al Régimen llevar hasta sus últimas consecuencias su vocación totalitaria y facilitado el proceso de transición a la democracia iniciado, en buena parte, desde la ruptura en el interior del sistema en su fase crepuscular.[6] 

			Durante los años de la Transición, los politólogos profundizaron en esta visión multifacética y evolutiva del franquismo. Especialmente valiosa puede ser la aportación de Manuel Ramírez, quien señaló tres etapas en su naturaleza doctrinal y su evolución institucional: 

			 

			a) El régimen totalitario (1939-1945), asimilable al fascismo y caracterizado por cinco notas: «una ideología oficial absoluta»; «un partido único, en principio concebido tanto como pieza destinada a efectuar el encuadramiento de sus súbditos que el Estado reclama, como cuanto agente esparcidor y depositario principal de la ideología»; la «existencia de un jefe carismático y de una élite protagonista del régimen»; la «crisis de una situación de Estado de Derecho, con la aparición más o menos manifiesta de un Estado policial», y el «control total, o casi total, de los medios de comunicación».

			b) La dictadura empírico-conservadora (1945-c. 1960), cuya característica fundamental es que «siempre supo anteponer o sacrificar lo que fuera por la permanencia del régimen y por la defensa de sus intereses». La nota más destacada sería en esta coyuntura «el poder personal del general Franco», que «se consolida desde los momentos finales de la Segunda Guerra Mundial al pórtico de los años sesenta» y que lleva a que «su figura destaque sobre los mismos grupos que le sirvieron de soporte en la configuración politicoideológica del llamado Nuevo Estado», incluso sobre la élite falangista del Partido que antes había buscado construir el Estado fascista. Y ello como consecuencia de que «el talante» de FET-JONS está «ya internacionalmente muy mal visto», pero también de que el Caudillo ha consolidado «lealtades personales [que] hacen olvidar otras vinculaciones ideológicas o de grupos […]. Se puede ser monárquico o propagandista, pero en segundo plano: ante todo y por encima de todo, se exige ser franquista».

			c) El franquismo tecnopragmático (c. 1960-1975). Un periodo en el que «la élite tradicional entra en crisis frente al apogeo cada vez más pujante de la nueva élite modernizadora, que encuentra su más nítida expresión en la aparición política de los tecnócratas». Se mantenía el carácter personalista de la dictadura de Franco, pero «el régimen, al llegar estos años, ha conseguido hacer calar en grandes sectores de la sociedad española sus pautas, sus valores, su concepción de las cosas». Y aunque persistía «el exclusivo arbitrio de la decisión unipersonal final […] la clase dirigente aprendió a actuar con unos amplios márgenes de autonomía, que no quebraba más que cuando aquella decisión final, por un motivo u otro, quebraba». Ayuno ya de cualquier potencialidad ideológica, el franquismo buscaba básicamente permanecer; «había que cambiar, pero bien entendido que se trataba de cambiar para continuar».[7]

			 

			No ha existido unanimidad entre los especialistas respecto de la naturaleza global del franquismo, que ha fluctuado desde las definiciones como «Estado totalitario», «Estado burgués de excepción», «fascismo rural» o «fascismo del subdesarrollo» en análisis marxistas hasta «régimen autoritario de pluralismo limitado», la definición de Juan José Linz que ha sido adoptada de modo generalizado por la historiografía liberal, pasando por «despotismo moderno», «régimen de restauración oligárquica», «dictadura militar», «dictadura paternalista» o «régimen autoritario de modernización».[8] 

			Tal diferencia de planteamientos reside, posiblemente, más en la duración temporal de la dictadura que en su naturaleza intrínseca. El predominio de sus diversos componentes políticos y doctrinales osciló mucho según el momento histórico y la dimensión que consideremos. A lo largo de cuatro décadas, la estructura del Estado evolucionó lentamente y apenas se alteró su carácter omnipresente en la vida española. Sin embargo, nacido en pleno auge del totalitarismo europeo, el franquismo fue sensible a los giros de la situación internacional y a los cambios sociales internos, motivado por la prioridad de su propia supervivencia y limitado, a la vez, por su irrenunciable carácter dictatorial.

			Sería una propuesta razonable asumir una primera etapa totalitaria incardinada en el universo fascista del nacionalsindicalismo y, luego, un largo periodo autoritario marcado por el predominio del nacionalcatolicismo, el occidentalismo anticomunista —pero nada de democracia— y una paulatina pérdida de referentes ideológicos proactivos, aunque conservando un doctrinarismo cada vez más estereotipado. 

			Analizaremos, en las páginas que siguen, cuatro etapas consecutivas de la derecha franquista que marcaron cesuras históricas y giros doctrinales e institucionales.

			 

			a) En una primera etapa que se ha denominado «Era Azul», por el color de la camisa del uniforme falangista, la identificación de este sector hegemónico con sus correligionarios europeos otorgó al franquismo un marcado carácter fascista no solo definido por la existencia de un partido único y unas instituciones politicosociales parcialmente asimilables al modelo mussoliniano, sino también por el propio discurso ideológico, paladinamente orientado a la verbalización —y poco más— de los componentes revolucionarios del falangismo «joseantoniano» anterior a 1937.

			b) El giro producido ante el final de la Segunda Guerra Mundial condujo, en cambio, a una autocracia pragmática, donde los elementos totalitarios, sobre todo los más evidentes, fueron suavizados en beneficio de una identificación con el modelo de dictadura anticomunista que toleraban las grandes potencias democráticas. Es en ese sentido en el que cabe considerar la renuncia a la defensa teórica del carácter totalitario del Régimen en beneficio de una conceptualización más abstracta, y parcialmente adoptada del viejo tradicionalismo, como era la democracia orgánica. O, en consonancia con ello, la transformación de un partido único, muy ideologizado y dotado de funciones de control político de la vida social y del funcionamiento institucional del Estado, en el Movimiento Nacional, de naturaleza más indefinida y con menor presencia en la sociedad, aunque no menos burocratizada. 

			c) Cuando, en los años sesenta, el proceso histórico aleja las mentalidades de una sociedad en rápida evolución de los referentes doctrinales en que basaba el franquismo su legitimación, este acentúa el carácter pragmático y la desmotivación ideológica en una nueva etapa, la tecnocracia, asumida mediante una sesgada identificación del caso español con los exitosos procesos desarrollistas de las sociedades occidentales, tanto sociales como económicos, aunque no políticos. 

			d) A la larga, sin embargo, esta cuidada evolución no pudo impedir que durante el tardofranquismo (1969-1976) el Régimen fuera relegado a posiciones meramente defensivas, pese a sus recurrentes y fallidos intentos de «apertura» hacia procesos participativos populares, y que no pudiera sobrevivir a su fundador más allá de unos meses. 

			 

			 

			FRANQUISMO SOCIOLÓGICO Y MAYORÍA SILENCIOSA

			 

			Una visión del franquismo largamente sostenida por politólogos e historiadores vinculados a las corrientes marxistas fue la de que constituía un modelo de «dominación de clase», una «dictadura de la burguesía» que había sometido a servidumbre a las clases trabajadoras tras vencer por las armas la resistencia popular. Apoyado en una perspectiva más amplia como era la antítesis fascismo-antifascismo de la Europa de entreguerras, este planteamiento consideraba un enfrentamiento polarizado entre fuerzas democráticas y antidemocráticas que se habría dado en el conflicto español. Pero eludía el hecho de que el apoyo social al bando franquista había congregado, por encima de las diferencias de clase, a la práctica totalidad de la población católica, cuya importancia en la España de la época no es necesario ponderar. Y que ese apoyo social, aunque en lento descenso y condicionado por la naturaleza coactiva de la dictadura, se había mantenido como una profesión doctrinal y política de masas a lo largo de casi cuarenta años. 

			Tanto o más dogmática y carente de matices era la propuesta contraria, la de los apologistas del Régimen, que incidía en la visión casi teológica de «las dos Españas»: la que defendía en positivo valores nacionales y religiosos catalizados por el Alzamiento y la que buscaba la destrucción de la nación a través de la revolución comunista y el separatismo territorial. Socialmente interclasista la España vencedora; propia del lumpemproletariado rencoroso y de la pequeña burguesía envidiosa en la derrotada. Partiendo de esta visión maniquea, resultaba absolutamente prioritario mantener la unidad de los verdaderos españoles en torno a su Caudillo, a fin de impedir el retorno del enemigo.

			 

			Nuestra victoria no fue una victoria parcial, sino una victoria total y para todos. No se administró en favor de un grupo ni de una clase, sino en el de toda la nación. Fue una victoria de la unidad del pueblo español confirmada al correr de estos veinte años […]. A las batallas de la guerra siguieron las no menos importantes de la paz, en las que desde el exterior se intentó la reversión de nuestra victoria y que dio lugar a que se exteriorizase la fortaleza de nuestro Movimiento político, al unirnos como un solo hombre en defensa de nuestra razón, y en el que cada uno desde el puesto que le correspondía en la vida habéis venido asistiéndome con vuestra recia fidelidad.[9]

			 

			El espectro social de apoyo al bando nacional durante la Guerra Civil era amplio. Terratenientes del centro y sur del país, la burguesía industrial y financiera, determinados sectores de la clase media —especialmente entre los vinculados a la función pública y al pequeño comercio—, el campesinado propietario o arrendatario de la España interior y noroccidental, aquellos sectores del proletariado que se identificaban con el sindicalismo católico o fascista, el clero, la oficialidad del Ejército adherida al Alzamiento o de nueva creación, etcétera. En líneas generales, lo que habían sido las bases electorales de los partidos de derechas en 1936, en torno a la mitad de la población. Un conjunto de fuerzas muy dispares, pero identificadas como católicas y socialmente conservadoras, a las que, finalizada la guerra, era preciso mantener cohesionadas en la adhesión a los principios del Nuevo Estado y en la participación en sus tareas políticas.[10] 

			En este sentido cabría considerar en el franquismo lo que J. J. Linz definió como un «régimen de movilización» a través de un partido único capaz de suscitar lealtades y apoyos activos entre la población, pero radicalmente diferente en ello al pluralismo de una democracia, ya que en aquel «en cada aspecto de la vida, y para cada propósito, existe un canal único posible de participación, y el objetivo final y la dirección son fijados desde un único centro, que define las metas legítimas de tales organizaciones y, en último término, las controla».[11]

			Esta amplia base humana, sometida a muy escasos cambios en su composición a lo largo de cuatro décadas y que se ha denominado «franquismo sociológico», mantuvo su apoyo al Caudillo y a su dictadura en situaciones tan difíciles como las derivadas de la ruina económica y el aislamiento internacional de la posguerra mundial, gracias a una hábil combinación de propaganda ideológica y de estímulo de los intereses materiales de cada grupo social. El aparato propagandístico de «captación de las masas»[12] actuó para mantener entre sus partidarios un nexo de solidaridad basado en la autosatisfacción por su genérica condición de vencedores del enemigo «rojo» y por su aportación a la construcción de un nuevo modelo de Estado con el que se sentían identificados.[13] Una solidaridad que alcanzaba no solo a los combatientes sino a quienes, miembros de la sociedad conservadora o fascistas noveles, también se consideraban vencedores.

			 

			La guerra se convirtió en un elemento legitimador y mítico, en un factor simbólico indispensable en el Nuevo Estado, estableciendo, junto a la afirmación del éxito político, la mucho más solemne y corrosiva lógica de la victoria. Esta, y no solo el combate, facilitó extraordinariamente la unidad en quienes ganaban, convertidos no solo en ocupantes del Estado, en representantes de un nuevo proyecto totalitario, sino también —y de forma tan decisiva— en vencedores en un conflicto armado de masas.[14]

			 

			Y, en sentido contrario, también actuaba como efectivo mecanismo solidario, socialmente transversal, el temor a que un retorno de la República facilitara el triunfo de los vencidos. Que vendría acompañado, según una visión machaconamente difundida por la propaganda oficialista, del establecimiento de una dictadura comunista y de una implacable y sanguinaria represión contra quienes hubieran apoyado la sublevación de 1936.

			Sin embargo, no bastaba con estimular el orgullo por la victoria y el miedo a un futuro alternativo, o con instrumentalizar como perenne imaginario colectivo los enormes costos humanos y materiales de la Guerra Civil en beneficio de la legitimación de la «paz de Franco». Este y sus colaboradores comprendieron muy pronto la necesidad de gratificar a sus partidarios con ventajas de orden económico y social. Las compensaciones fueron muy desiguales pero, por un largo periodo, sumamente eficaces. 

			Los principales beneficiados fueron los integrantes del «bloque de poder», las «clases dominantes», las «clases privilegiadas», o como se quiera definir a los sectores sociales que disfrutaban de un estatus económico superior en la preguerra y que habían combatido por todos los medios al reformismo republicano. Eliminados por el exilio o la represión interior los activistas revolucionarios del proletariado agrícola, los terratenientes vieron alejarse de su horizonte la amenaza de la reforma agraria y de los sindicatos de clase. Igualmente, el empresariado industrial y de servicios encontró en la Organización Sindical Española (OSE) —los sindicatos verticales que incardinaban a patronos y asalariados en las mismas secciones de ramo— la solución a los problemas planteados por las reivindicaciones obreras durante la preguerra. Favorecidos por una legislación elaborada por sus representantes en los aparatos políticos del Estado, los empresarios obtuvieron un modelo económico sumamente proteccionista, que alejaba la competencia extranjera del mercado interior a cambio de una limitada vigilancia de la burocracia estatal sobre sus mecanismos reguladores.

			Estos sectores de la burguesía, que siguieron constituyendo una élite socioeconómica indiscutida por el Régimen —al que tampoco discutía—, vieron, sin embargo, reducido su papel en la política por la emergencia de las clases medias a través de la militancia en unas opciones —la derecha radical, el falangismo, el carlismo— que habían ocupado posiciones marginales en el sistema de partidos de preguerra y que ahora, en el Nuevo Estado, constituían la base del alistamiento del personal político cualificado. Un personal «extraído de unas clases sociales distintas de las que tradicionalmente servían de base para el reclutamiento» y cuyo acceso se produce «a través de unos nuevos mecanismos» con alto protagonismo en la política oficial, como la promoción de la alta oficialidad del Ejército, las Hermandades de Alféreces Provisionales o los jerarcas del complejo aparato burocrático de organismos políticos, sindicales, culturales y asistenciales vinculados al Partido Único. Un personal al que «las clases dominantes ceden su especial y tradicional protagonismo político» en modo subrogado mientras ellas se concentran en el poder económico.[15]

			La clase media urbana que había participado en la guerra en el bando nacional se vio recompensada mediante el pago de pensiones a los excombatientes o a los familiares de los «caídos», la inclusión de miles de ellos en la depurada burocracia estatal como funcionarios o «cuadros políticos intermedios»,[16] incluida la permanencia de muchos en unas Fuerzas Armadas dotadas de un enorme cuerpo de oficiales, y la promoción en su entorno social que suponía, frente a la marginada pequeña burguesía demócrata, el haber colaborado en el esfuerzo bélico de los vencedores.

			Otras eran las prioridades de quienes habían constituido la principal base humana del Ejército franquista, es decir, el campesinado propietario o arrendatario. Aquí, las recompensas morales desempeñaron un papel más importante que entre las clases acomodadas. Pero también actuó en favor de su adhesión al sistema el mantenimiento del modelo de propiedad agraria, que garantizó el disfrute de sus parcelas a los pequeños y medianos propietarios así como los derechos de los aparceros, y el desarrollo de una política proteccionista que, mediante el Servicio Nacional del Trigo y otros organismos oficiales reguladores del mercado agrario, aseguró al campesinado un nivel mínimo de ingresos. 

			El proletariado agrícola e industrial había sido tradicionalmente contemplado como un elemento de desestabilización revolucionaria por la sociedad conservadora. Y a lo largo de la etapa franquista persistieron las cautelas, ya que continuó siendo un factor clave en la desafección popular al Régimen. Pero ello no impidió que un considerable porcentaje de los trabajadores industriales, reforzado por la creciente emigración rural a las ciudades, asumiera su adhesión al franquismo, o al menos lo consintiera, en su condición de beneficiario de las políticas de protección social y laboral —pluses familiares, casas baratas de protección oficial, sanidad pública, convenios colectivos, pensiones de jubilación, etcétera— desarrolladas fundamentalmente por los equipos falangistas.

			 

			El régimen franquista convirtió la política social en un elemento central del discurso político, y desde el Ministerio de Trabajo, desde la Organización Sindical o desde la Sección Femenina, todos ellos en manos falangistas, el régimen se revistió de un manto de «Estado asistencial»; para el franquismo, el asistencialismo constituyó un óptimo vehículo de propaganda, e indudablemente fueron muchos los que tuvieron la sensación de que por primera vez el Estado se preocupaba por ellos. Se olvida con facilidad que las duras condiciones de vida provocaban que amplias capas de trabajadores valorasen positivamente cualquier pequeña mejora en sus condiciones de vida, fueran materiales o de ocio. Miles de jornaleros que huían del hambre, la miseria y la explotación de los terratenientes se desplazaban a la ciudad, donde encontraban mayores garantías y Seguridad Social que, por primera vez, les prestaba el Estado.[17] 

			 

			De modo que el franquismo puso en valor social la división ideológica radical entre las dos Españas, la católica y conservadora y la progresista y laica, convirtiendo a la primera en teórica administradora de su victoria militar y receptora de los beneficios. Con todo, una parte importante de la población no excluida, cuyo peso social se incrementaría con el tiempo hasta constituir la llamada «mayoría silenciosa», evitó la adhesión explícita a la dictadura, manteniendo un mero «consentimiento político»,[18] que debía mucho a la memoria de la Guerra Civil. Esta mayoría silenciosa, trasunto de la «masa neutra» del conservadurismo maurista y cuyos individuos solían autodefinirse como «apolíticos» para evitar peligrosos compromisos actuales o futuros, se movía entre la satisfacción por una situación de «paz» que hacía imposible el retorno de la revolución y de la guerra y el silencioso repudio de los métodos coercitivos de la dictadura. Con la modernización social y el relevo generacional, la mayoría silenciosa fue engrosando las filas del antifranquismo y rechazando los cantos de sirena del «aperturismo» franquista. Cuando pudo manifestarse libremente, ya en 1976, realizó una apuesta generalizada por la democracia.

			Finalmente, los vencidos en la guerra, que antes del conflicto constituían grupos sociales muy heterogéneos, por más que ahora se los clasificara genéricamente como «rojos», se enfrentaron a la cárcel y las purgas laborales bajo la «jurisdicción especial de responsabilidades políticas»[19] o quedaron expuestos a la marginación social. Un proceso de exclusión que convirtió a un amplio porcentaje de las generaciones que vivieron la guerra y que experimentaron tras su finalización la aplicación oficial del «miedo como terapia»,[20] en un subproletariado provisor de mano de obra barata, no silencioso sino silenciado, sometido a una continua vigilancia gubernativa y eclesiástica y obligado a apurar hasta las últimas consecuencias su condición de derrotado.[21] 

			 

			 

			UN MODELO DICTATORIAL

			 

			La coalición política del Alzamiento, de la que salieron las élites gobernantes franquistas, estaba integrada por un conjunto de partidos de derecha antiliberal en los que tenían gran fuerza las doctrinas corporativistas, que buscaban la articulación del Estado a través de un sistema de representación orgánica que rechazaba el igualitarismo político y que se pretendía vinculado a los procesos naturales de organización social tradicional: la familia, el vecindario y la corporación laboral. 

			Las tres corrientes doctrinales que influyeron de un modo decisivo en la construcción del entramado ideológico e institucional del franquismo fueron la nacionalsindicalista de Falange Española, trasmisora del modelo totalitario fascista, la socialcatólica, representada políticamente por el conservadurismo autoritario y organicista de la CEDA, y la neotradicionalista, defendida por un núcleo de pensadores monárquicos vinculados a la escuela teórica de Acción Española y a otros dos partidos concurrentes a la coalición, la Comunión Tradicionalista y Renovación Española. Franco procuró imprimir al entramado doctrinal e institucional de su dictadura una bien dosificada mezcla de las tres corrientes, que se atribuían una especialización por áreas. Así, en FET-JONS predominaba el componente «social» falangista, al igual que en las políticas asistenciales del Estado y en los sindicatos verticales. Los organismos de representación institucional, como las Cortes Españolas, el Parlamento creado en 1942, o el Consejo del Reino, de 1947, respondían en su composición y en sus procedimientos a una concepción orgánica más propia del tradicionalismo arcaizante y de un catolicismo social estrechamente vinculado a la jerarquía eclesiástica, que se imponía también en los ámbitos de la cultura, el sistema educativo y la emisión de pautas de moralidad colectiva. Por otra parte el Ejército, un poder fáctico corporativo e inmerso en la sociedad conservadora, con un peso político fundamental en el sistema, asumió la función de garante último de la continuidad de la dictadura a través de su control de las facetas policiales del Estado y de la enérgica, pero discreta, oposición a las veleidades fascistizantes del falangismo, como se demostró en las crisis de 1941-1942 y 1956.[22]

			El Nuevo Estado poseía una serie de características propias que definieron su evolución y marcaron diferencias notables, sobre todo a partir de 1945, con el resto de los sistemas políticos europeos, quizá con excepción de la vecina dictadura portuguesa. Cabría considerar siete notas de especial relevancia:

			 

			1) Concentración personal del poder. Este hecho, clave en la naturaleza del Régimen, permitió a Franco mantener incólumes en sus manos todas las fuentes de autoridad en su condición de jefe del Estado, presidente del Gobierno (hasta 1973), Generalísimo de los Ejércitos, jefe nacional del Movimiento y líder de la comunidad nacional como Caudillo de España. Este carisma personal, presentado como excepcional y estrictamente necesario, se mantuvo intacto en la mentalidad del franquismo sociológico a lo largo de toda la vida del Régimen, y empapó doctrinalmente un sistema de enseñanza donde los adolescentes aprendían a reverenciar al Caudillo como representación suprema de la nación a través de la asignatura Formación del Espíritu Nacional.[23]

			2) Confesionalidad religiosa del Estado. El franquismo adquirió su legitimidad de origen, además de mediante un golpe de Estado militar contra la República devenido en guerra civil, en la Cruzada anticomunista con la que la Iglesia católica había revestido ese proceso bélico. El factor religioso se convirtió en un elemento doctrinal de enorme peso en la evolución política y social del país durante las décadas siguientes. El estamento eclesiástico asumió una función de control de la educación, de la moral pública y de la creación cultural, y las sucesivas Leyes Fundamentales, así como la legislación derivada de sus principios, se ajustaron estricta y paladinamente a la confesionalidad católica. A cambio, y con escasas aunque notables excepciones, la Iglesia protegió al Régimen y su jerarquía admitió que Franco era «Caudillo de España por la gracia de Dios», carisma religioso propio de las monarquías absolutas y desconocido en el resto de la Europa de la época.[24] Unas «prestaciones mutuas»,[25] reforzadas por el Concordato de 1953 con el Vaticano, que rindieron enormes beneficios a ambas partes.

			3) Carencia de una Constitución. El Estado franquista no poseyó un texto constitucional, sino un conjunto de siete normas orgánicas que informaban al resto de la legislación, las Leyes Fundamentales del Reino, promulgadas a lo largo de tres décadas.[26] Las ventajas del sistema, que se definió como «de Constitución abierta», eran evidentes para una dictadura: aunque cada una de las leyes era, en teoría, «permanente e inmutable» su seriación permitía ir modelando el Estado según las necesidades de cada momento y otorgaba al dictador, que era la fuente suprema de la ley, una discrecionalidad absoluta sobre los mecanismos de funcionamiento de la política y sobre las modificaciones puntuales de las propias Leyes Fundamentales. 

			4) Limitación legal de los derechos fundamentales. Nacida de una guerra civil, construida doctrinalmente por la derecha antiliberal y dotada de una naturaleza autoritaria en su forma de arbitrar las relaciones de poder, la dictadura franquista mantuvo la política de restricción de derechos ciudadanos y de represión de disidencias como uno de los ejes fundamentales de su eficacia y permanencia. Hasta 1945 funcionó con la legislación propia de un estado de guerra permanente, aplicando bajo jurisdicción militar penas de prisión, trabajos forzados y ejecuciones. Ese año, el Fuero de los Españoles garantizó algunos derechos a los ciudadanos, aunque no la libertad de expresión, la de asociación o la de reunión.[27] Y esos derechos estaban siempre limitados por normas represivas, como las salvaguardas de la moral católica en los códigos legales, como la legislación de prensa que mantuvo la censura gubernativa previa sobre cualquier publicación entre 1938 y 1966, o como las sucesivas leyes de control policial de la sociedad: la de Responsabilidades Políticas (1939) y de Represión del Comunismo y la Masonería (1940) y sus tribunales especiales, que permitieron depurar sin límites la Administración pública y combatir críticas y disidencias; la Ley de Seguridad del Estado (1941) y el Decreto Ley contra el Bandidaje y el Terrorismo (1947, renovado en 1968), que mantenían la jurisdicción militar para juzgar a civiles, o el Tribunal de Orden Público, creado en 1963 para castigar las acciones de rebeldía manifiesta.[28] Y la fuente suprema de limitación de derechos era la voluntad de Franco, que podía anularlos libremente cuando lo estimara oportuno mediante la proclamación del estado de excepción, en todo el país o en alguna provincia. 

			5) Potestad legislativa del jefe del Estado. Sucesivas normas legales le atribuyeron la iniciativa en la elaboración de las leyes e incluso, tras la creación de las Cortes en 1942, se le siguió asignando, por motivo de urgencia, «la suprema potestad de dictar normas jurídicas de carácter general» que le había otorgado la ley de 30 de enero de 1938.[29] Ello anulaba, de hecho y de derecho, cualquier independencia que hubieran pretendido arrogarse los miembros de una Cámara parlamentaria sobre la que, además, ejercía funciones de control un Consejo Nacional del Movimiento, la «Cámara de las ideas», presidido por el propio dictador. 

			6) Inexistencia de partidos. Pese a la calificación oficiosa de Falange Española Tradicionalista como Partido Único, el modelo constitucional franquista no admitía la existencia de partidos políticos, considerados como banderías destructoras de la unidad nacional. Disueltos con la Unificación de 1937, fueron formalmente sustituidos, a través de la estructura funcional de FET-JONS, por un cuerpo único de participación doctrinal y política, el Movimiento Nacional, definido más tarde como la «comunión de todos los españoles» en los principios constituyentes del franquismo.

			7) Pluralismo político limitado en el seno del Régimen. Al margen del monopolio de ejercicio de las vías políticas atribuido a FET-JONS, los antiguos partidos de la Gran Coalición fueron sustituidos en la dinámica interna del Movimiento y en los equipos dirigentes de la Administración por las familias políticas, carentes de entidad legal, informales pero reconocibles grupos ideológicos y de intereses, aglutinadoras del «personal político», que se repartían la gestión pública y la generación de ideología bajo el arbitraje y el control de Franco.

			 

			El proceso institucionalizador del Estado fue largo y complicado, y dependió tanto de la voluntad del dictador como de la coyuntura internacional, de la evolución de la sociedad española y de la capacidad de gestión otorgada en cada momento a las familias políticas rivales. En un principio, las necesidades de la guerra y el excesivo peso del elemento militar impidieron la puesta en marcha de estructuras civiles de carácter institucional, con excepción de la Junta Técnica del Estado, formada por especialistas encargados de la gestión de los asuntos públicos, y de la Junta Política y el Consejo Nacional de FET-JONS, órganos de representación de las fuerzas de la Gran Coalición integradas en el Partido Único. La constitución de un Gobierno en enero de 1938 dio paso a una mayor responsabilidad de los civiles en las decisiones políticas y abrió el camino al establecimiento del marco institucional del Régimen.[30] Este desarrollo institucional se puede dividir en cuatro grandes etapas:

			 

			a) La primera abarcaría los años de la Guerra Civil (1936-1939). Entre sus iniciativas políticas se encuentran el Decreto de la Junta de Generales, de septiembre de 1936, que invistió a Franco con «la Jefatura del gobierno del Estado»; el Decreto de Unificación de abril de 1937, por el que el dictador fusionó en una sola organización a todos los partidos derechistas que apoyaron a los militares sublevados; las leyes de enero de 1938 y de agosto de 1939 que reforzaron los poderes del jefe del Estado y regularon el ejercicio del Poder Ejecutivo mediante la creación del Consejo de Ministros y la atribución a Franco de su presidencia; el Fuero del Trabajo, de marzo de 1938, primera de las Leyes Fundamentales, emitido como decreto tras ser elaborado por el Consejo Nacional de FET e inspirado en la Carta del Lavoro del fascismo italiano y en la doctrina del catolicismo social, que establecía los derechos y deberes de trabajadores y empresarios y sancionaba el rígido control estatal de las relaciones laborales —la huelga era declarada «delito de lesa patria»—, canalizado a partir de 1940 por la Organización Sindical Española,[31] y el decreto de julio de 1939 que reorganizó el Consejo Nacional de FET-JONS y lo convirtió en guardián de la ortodoxia política y doctrinal.

			b) En la etapa de intensa institucionalización que transcurre entre 1940 y 1947, el Régimen se dotó de cuatro Leyes Fundamentales: la Ley Constitutiva de las Cortes (1942), que creó un Parlamento unicameral «orgánico» integrado por procuradores elegidos mediante criterios semicorporativos; el Fuero de los Españoles (1945), que constituía una restringida carta de derechos ciudadanos; la Ley de Referéndum Nacional, de ese mismo año, que establecía consultas plebiscitarias entre la población para refrendar la legislación constitucional cuando así lo decidiera el jefe del Estado, y la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado (1947), que definía a España como reino, recalcaba la condición vitalicia de Franco como dictador y establecía su sucesión en la figura de un rey, designado por él y con sus poderes limitados por las restantes instituciones del Régimen. 

			c) Durante la etapa que se extiende entre 1947 y 1967, y que constituye la época de madurez del franquismo, se promulgaron dos Leyes Fundamentales destinadas a sintetizar y fijar definitivamente los principios doctrinales y el modelo organizativo del Estado. La Ley de Principios del Movimiento Nacional (1958), que pretendía actualizar los viejos postulados falangistas, sustituyendo los hasta entonces vigentes puntos programáticos de FET-JONS por unos genéricos principios doctrinales menos cercanos al fascismo y más acordes con la pluralidad —o la mixtura— de corrientes en el interior del Régimen. Y la Ley Orgánica del Estado (1967), que fijó la estructura de funcionamiento institucional y modificó el articulado de las anteriores Leyes Fundamentales para adaptarlo a los tiempos, eliminando algunas de las connotaciones totalitarias en la organización estatal que pervivían desde la guerra. A partir de entonces se separan los cargos de jefe del Estado y presidente del Gobierno y se inicia el estudio de un proceso de «asociacionismo político» para estimular el debate y la participación popular en el seno del Movimiento Nacional. 

			d) La fase conocida como tardofranquismo (1969-1976) apenas aportó variaciones en el cuadro de las instituciones. Entre 1972 y 1973 se promulgaron algunas leyes para garantizar el mantenimiento del sistema tras la ya inminente sucesión del anciano dictador. Pero el programa global de «apertura» planteado a comienzos de 1974 en el marco de lo que se denominó «el espíritu del 12 de febrero», así como su medida estrella, la Ley del Derecho de Asociación Política, continuamente torpedeada por el sector «inmovilista» opuesto al aperturismo, llegaron demasiado tarde para incentivar la movilización política de una mayoría silenciosa que permanecía en los cauces de consentimiento acrítico impuestos por la clase política dictatorial. 

			 

			 

			DIVERSIDAD DENTRO DE LA UNIDAD

			 

			Aunque se ha consolidado la forma de afrontar la diversidad interna del franquismo a través del concepto global de «culturas políticas»[32] —fascismo y nacionalcatolicismo, básicamente—, parece necesario mantener una variable estasiológica que introduzca mayor riqueza de matices en la conceptualización histórica de los elementos políticos concurrentes a la fase fundacional y en la percepción de la evolución de las dinámicas grupales del sistema. La dictadura del general Franco había tenido como primer basamento político una coalición de fuerzas derechistas unificadas contra su voluntad por los militares en 1937 y colocadas bajo la directa e indiscutible autoridad del jefe del Estado. Estos partidos iniciales, desaparecida su organización y eliminados los cauces de representación política pluralista, pervivieron en el seno del Movimiento Nacional como corrientes doctrinales y grupos de intereses. Conocidas como las «familias políticas», estas corrientes experimentaron una evolución muy accidentada, ya que cada una de ellas disfrutó de épocas de gran influencia en los aparatos del Estado y, en otras, la voluntad del Generalísimo las relegó a una posición secundaria.[33] Para comprender la naturaleza de un proceso de vertebración política tan singular, que nutrió los equipos directivos de las instituciones del Estado en todos sus niveles entre 1937 y 1969, es preciso tener en cuenta diversos rasgos identificativos:

			 

			a) Las familias tienen su origen en cuatro partidos derechistas actuantes en la Segunda República y que integraron la Gran Coalición de apoyo a los militares sublevados: la Confederación Española de Derechas Autónomas, la Comunión Tradicionalista, Falange Española de las JONS y Renovación Española. En cierto modo, los cuadros y dirigentes de estos partidos mantuvieron sus antiguos referentes grupales en el seno del Régimen. Y la relevancia dada a las escasas disidencias de la primera hora —Hedilla, Fal Conde, Gil-Robles— confirma la tónica general, que fue de sumisión incondicional a Franco hasta su muerte. Este, que era consciente de ello, utilizó siempre en favor de su poder personal esta realidad plural de su Movimiento.

			b) Carecían de estructura y de capacidad de representación formales, y también de existencia legal. La exigencia constitucional, presente ya en el Decreto de Unificación, de una única organización de encuadramiento político en el Régimen, y el hecho de que la promoción personal de las élites institucionales fuera virtual potestad del dictador, reprimían cualquier interés de sus partidarios en constituir organizaciones políticas al margen de FET-JONS. Organizaciones que se verían prácticamente abocadas a la clandestinidad o, al menos, a un limbo de alegalidad, como le sucedió a la renacida Comunión Tradicionalista. No obstante, la existencia de las familias era conocida y admitida por el conjunto del establishment político, y aun por amplios sectores de la opinión pública. Pese a jugar en su propio interés con la variable de las cuotas globales de representación institucional que les asignaba, Franco impuso desde sus primeros gobiernos una suerte de acuerdo tácito por el que cada familia mantenía, en líneas generales, su continuidad al frente de determinadas áreas de la Administración. En cambio, la organización del Partido Único/Movimiento Nacional fue celosamente controlada en todo momento por políticos que se autodefinían como falangistas.

			c) Por otra parte, los integrantes de las familias eran, salvo excepciones, una élite funcionarial de la Administración del Estado o del aparato del Movimiento, por lo que actuaban como «centros de extracción» para seleccionar el personal político;[34] lo que, en el ámbito profesional, situaba a sus miembros en manifiesta dependencia de sus mentores políticos, que los promocionaban como personal de confianza en sus áreas de gestión. Así pues, las familias tendían a perpetuarse en el seno de equipos burocráticos cerrados en las diversas áreas especializadas y niveles territoriales de la Administración estatal mediante una suerte de informal estructura clientelar, justificada ante la opinión pública en una pretendida meritocracia técnica de los beneficiarios que fue ganando posiciones en el discurso político. Ello hacía posible el relevo generacional controlado y el mantenimiento de los intereses genéricos de cada familia en la gestión de lo público. 

			d) Eran conglomerados lábiles, surgidos de un núcleo político, pero dotados de unos referentes ideológicos bastante laxos, ya que en buena medida procedían del autorreconocimiento de sus miembros. Por eso, en el seno de cada familia cabía una amplia gama de matices doctrinales e incluso de niveles de adhesión al Régimen. Desde un sector propiamente franquista, que era el que participaba en las instituciones del Estado, hasta una disidencia que incluso podía llegar a abandonar el sistema para situarse en un antifranquismo más o menos combativo. Esto último sucedió con el falangismo auténtico, con el carlismo javierista, con un sector del monarquismo juanista o con los movimientos católicos de base. Incluso se dio el caso de políticos —Joaquín Ruiz-Giménez, Dionisio Ridruejo, Pedro Sainz Rodríguez— que, tras haber ocupado carteras ministeriales y otros altos cargos, rompieron con el dictador por motivos ideológicos y asumieron posturas activas en las filas de la oposición. Por otra parte, y ello dificulta considerablemente el análisis de estas corrientes, era frecuente que los políticos profesionales poseyeran rasgos definitorios de dos o más familias, aunque incluso en estos casos prevalecía un núcleo de identificación unifamiliar. Sería el caso de los falangistas miembros del Opus Dei, de los que podía pensarse que eran en cierto modo próximos a la tecnocracia, o de los tecnócratas, los tradicionalistas y los católicos activistas de la causa monárquica del conde de Barcelona o de la de su hijo, el príncipe de España.

			e) Las familias del Régimen mantenían una gran rivalidad con respecto a sus proyectos de futuro, tanto en lo que afectaba al desarrollo de líneas doctrinales y programas de gobierno como a la promoción personal de sus respectivas clientelas. En realidad, sus diferencias en cuanto a doctrina y procedimientos políticos eran tan variadas que puede hablarse de auténticas incompatibilidades entre ellas. Era Franco, desempeñando su privativa función arbitral, quien mantenía la cohesión en el seno de la coalición política integrada en el Movimiento, reduciendo en sucesivas etapas el poder acumulado por la familia hegemónica del momento y primando el ascenso de otras situadas más en consonancia con la evolución de la sociedad española y con las tendencias dominantes en el contexto internacional.

			 

			Al no estar formalmente organizadas, los politólogos e historiadores han recurrido a una gran variedad de interpretaciones sobre el número y las características intrínsecas de las familias, así como de la adscripción de los miembros de la élite politicoburocrática del Estado a cada una de ellas.[35] Pero lo que no parece posible es negar la existencia de estas variables gentilicias en la clase política a lo largo de cuatro décadas, como si el establishment franquista hubiera sido una única entidad sin fisuras ideológicas ni agrupamientos de intereses más allá del servicio genérico al Generalísimo o a las clases dominantes. Descartando algunas propuestas analíticas de carácter más profesional que político, como los militares y su poder corporativo autónomo, o los denominados técnicos, vinculados al franquismo de manera meramente funcional y carentes de cohesión política, pero muy presentes en los equipos de gobierno de la etapa final de la dictadura, cabría considerar cinco familias consolidadas a efectos de interpretar la evolución del Régimen y del conjunto de las derechas actuantes en él: las cuatro fundacionales de la Gran Coalición —falangistas, tradicionalistas, católicos y monárquicos— y una aparecida con posterioridad, los tecnócratas, cuyos equipos gobernaron la gestión económica y desempeñaron un destacado papel doctrinal y político en la segunda mitad del periodo franquista.

			 

			•  Los falangistas procedían de la Falange Española de las JONS, el partido de índole fascista fundado en 1934 y liderado por José Antonio Primo de Rivera.[36] A partir de la Unificación, que terminó formalmente con el partido y lo fusionó con el carlismo, el nacionalsindicalismo falangista fue el componente doctrinal más identificable en el primer franquismo, al que transmitió un discurso fascistizante y una concepción totalitaria del Estado y de la sociedad. A cambio del control ideológico y de la preeminencia de sus cuadros en el Partido Único, los sindicatos oficiales y las áreas sociales del Gobierno, la familia azul tuvo que desprenderse de su proyecto «revolucionario» de preguerra —un fascismo radical atemperado por un catolicismo tradicional—, renunciar a su discurso anticapitalista y asumir la línea de mayor moderación que le imponían su nuevo jefe de filas, el general Franco, y los sucesivos secretarios generales de FET-JONS: Raimundo Fernández-Cuesta, José Luis de Arrese, José Solís Ruiz, etcétera. 

			•  Los tradicionalistas tenían una historia política de un siglo, organizados en el movimiento carlista.[37] La Unificación, que convirtió al carlismo en una de las dos fuerzas básicas de FET-JONS, lo relegó políticamente en beneficio de su nuevo socio, el falangismo. Luego la familia se dividió progresivamente entre quienes se adhirieron plenamente al Movimiento Nacional y acabarían apoyando a partir de 1969 a la futura monarquía juancarlista, y los que mantuvieron su lealtad al regente, y luego rey carlista, don Javier de Borbón-Parma, a quien acompañaron en una disidencia que los llevó a la militancia antifranquista como Partido Carlista (véase el capítulo 6). Los tradicionalistas que colaboraron con la dictadura ejercieron un virtual monopolio sobre el Ministerio de Justicia y mantuvieron discretas cotas de representación en las instituciones representativas —Cortes, diputaciones provinciales, ayuntamientos, etcétera—, pero su presencia en los aparatos del Estado fue muy inferior a la que correspondía a su aportación inicial a la causa franquista.

			•  Los monárquicos eran los partidarios de la restauración de la casa de Borbón en la figura de Alfonso XIII y, tras su fallecimiento, en la de su hijo Juan de Borbón, conde de Barcelona. Al inicio de la guerra tenían como principales organismos el partido Renovación Española y el grupo doctrinal de Acción Española.[38] Poco numerosos respecto a otras familias, pero con amplia experiencia en el manejo de la Administración y bien situados en las élites económicas y sociales y en la cúpula de las Fuerzas Armadas, mantuvieron una amplia gama de actitudes ante la dictadura, desde la abierta colaboración, que acabaría asumiendo la forma de juancarlismo en aceptación del designio de Franco de hacer rey al hijo del conde de Barcelona, hasta la disidencia intermitente de los juanistas más activos al reclamar la vuelta inmediata de don Juan al trono. Pero incluso estos últimos se encontraban muy divididos entre los partidarios de una monarquía tradicional y autoritaria y quienes evolucionaron hacia el monarquismo liberal a partir de los años cincuenta. 

			•  La existencia de una familia católica parece un contrasentido, ya que España era un Estado confesional y todo el que pretendía hacer carrera política debía hacer pública profesión de adhesión a la Iglesia. Con este calificativo se alude, en primer lugar, a quienes procedían de la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA),[39] pero ante todo se asigna a esta familia a los franquistas vinculados a entidades religiosas muy militantes y colocadas bajo la autoridad de la jerarquía episcopal, como la Acción Católica y, sobre todo, la selecta Asociación Católica Nacional de Propagandistas (ACNP). Tradicionalmente enfrentados a los falangistas, los católicos vivieron su apogeo en el periodo comprendido entre 1945 y 1957, cuando controlaban el sistema educativo y la política exterior.[40] Con el paso del tiempo, la familia católica fue engrosando las filas de la disidencia o de la oposición a la dictadura a través de grupos autodefinidos como democratacristianos. 

			•  Los tecnócratas no formaron parte de la coalición franquista inicial, sino que la familia se desarrolló en los años cincuenta para alcanzar rápidamente parecida influencia a la del falangismo. Se distinguían por dos circunstancias: por pertenecer o ser próximos al Opus Dei, una organización para católicos seglares fundada en 1928 por el sacerdote José María —o Josemaría— Escrivá de Balaguer y muy extendida internacionalmente, y, en segundo lugar, por defender principios políticos de confesionalidad religiosa y conservadurismo social, pero otorgando prioridad a la eficacia en la gestión empresarial del Estado, el llamado «desarrollismo». Los tecnócratas entraron en el Gobierno de la mano del vicepresidente, el almirante Carrero Blanco, y se hicieron con el control de la planificación económica a partir del Plan de Estabilización de 1959.[41] Su principal figura, Laureano López Rodó, fue el cerebro de los Planes de Desarrollo que industrializaron el país en los años sesenta. Pertrechados en este éxito y fuertemente implantados en todos los niveles de la burocracia estatal, se impusieron a sus rivales falangistas tras la crisis gubernamental de 1969. Paradójicamente, la llegada de Carrero a la presidencia del Gobierno, en 1973, marcó su declive, cuando comenzaron a manifestarse los costes sociales y políticos del desarrollismo.[42] 

			 

			 

			LA TENTACIÓN TOTALITARIA

			 

			Durante los años de la Segunda Guerra Mundial la política interior española estuvo vinculada en gran medida a los avatares del conflicto. El Nuevo Estado, definido entonces por sus teóricos como «totalitario», respondía tanto a la influencia del fascismo europeo como a las peculiaridades y equilibrios de las fuerzas —el Ejército, la Iglesia, la coalición de partidos derechistas y su herencia en FET-JONS— que habían hecho posible el triunfo bélico y la consolidación de la dictadura. Los analistas han denominado «Era Azul» a esta etapa por el predominio ideológico del falangismo y su masiva presencia en los aparatos políticos y administrativos del Estado. En este tiempo, el Régimen se dotó de una estructura institucional concebida ya para una larga permanencia: se creó un organismo parlamentario, las Cortes Españolas, se establecieron los principios constitucionales abstractos mediante los Fueros, se puso en marcha la Organización Sindical Española, etcétera.

			El predominio militar y monárquico en el Gobierno de enero de 1938, dedicado a ganar la guerra, se había equilibrado con la hegemonía falangista en el Partido. Pero esta situación fue rota en favor del falangismo con el Gabinete de agosto de 1939, cuyos miembros no representaban ya al espectro de partidos integrantes de la Gran Coalición de 1936. Presidido por Franco, su figura más destacada era el ministro de la Gobernación, Ramón Serrano Suñer, un neofalangista procedente de la CEDA que era concuñado del dictador y que pasó a encarnar las tendencias más totalitarias en el seno del franquismo, convirtiéndose «en hombre puente entre el Generalísimo y los falangistas».[43] Serrano, que también presidía la Junta Política de FET, lo que le convertía en virtual líder del Partido, movía hábilmente sus piezas y no tardó en ser considerado una suerte de valido de Franco, a quien animaba a embarcarse en un abierto proceso de fascistización siguiendo la vía populista de su admirado Mussolini. Entre 1939 y 1942, España vivió prácticamente bajo un régimen fascista en el que la movilización política se orquestaba en torno a las tesis nacionalsindicalistas y a un nacionalismo militante que tenía como núcleo simbólico la hispanidad, doctrina basada en gran medida en valores religiosos y en la exaltación de las glorias del pasado imperial.[44]

			Como sucedía en sistemas similares, el español de este periodo se organizó en torno a dos ejes paralelos y, en ocasiones, competitivos. Por un lado, las instituciones del Estado: el Consejo de Ministros y la Administración central, las Cortes Españolas, las diputaciones provinciales, los ayuntamientos…; era en este plano donde se producían fundamentalmente las interacciones del poder civil estatal con el Ejército y la Iglesia, dos «poderes fácticos» autónomos pero estrechamente vinculados al mantenimiento de la dictadura personal de Franco. El otro nivel lo constituían los aparatos políticos y sociales asociados mayoritariamente al falangismo a través de FET-JONS,[45] cuyos servicios y delegaciones nacionales, dependientes de la Secretaría General, tendían a duplicar las competencias de los ministerios y demás organismos de la Administración, hasta el punto de que a veces cargos públicos y jerarquías del Partido se mezclaban, como sucedía con gobernadores civiles y alcaldes designados por el ministro de la Gobernación, que asumían el papel de jefes provinciales y locales del Partido, o con el propio secretario general de este, que era ministro.[46] 

			Los estatutos de FET-JONS de 31 de julio de 1939, inspirados por Serrano Suñer, consagraban el liderazgo indiscutido de Franco, su jefe nacional: «Como Autor de la Era Histórica donde España adquiere las posibilidades de realizar su destino y con él los anhelos del Movimiento, el Jefe asume, en su entera plenitud, la más absoluta autoridad. El Jefe responde ante Dios y ante la Historia» (art. 47). Reservaban, no obstante, importantes cometidos a la Secretaría General, la Junta Política y el Consejo Nacional.[47] En este último, designados por el dictador, se sentaban representantes de las diversas facciones que integraban el Movimiento, con hegemonía falangista pero con presencia de monárquicos conservadores y tradicionalistas, así como militares. De hecho, en el verano de 1939 Franco nombró secretario general del Partido al general Muñoz Grandes, de abiertas simpatías falangistas, pero que no dejaba de ser un representante del Ejército.[48] 

			En los primeros años cuarenta, FET era una organización de masas. Las estadísticas oficiales señalaban 240.000 varones afiliados en 1937, 650.000 en 1939 y 932.000 en 1942.[49] Los verdaderos militantes eran, en su práctica totalidad, de filiación falangista. En teoría, los miembros de las dos familias monárquicas y de la católica solo podían hacer política en el seno del Partido, pero se alejaban cada vez más de una organización que controlaban los azules y en la que, aunque estaba teóricamente separada de la Administración del Estado, su Consejo Nacional poseía capacidad de orientar políticas oficiales. Los falangistas serranistas, entre los que figuraban intelectuales como Dionisio Ridruejo, responsable de propaganda de FET, y Antonio Tovar, que dirigía la política de prensa del Ministerio de la Gobernación, sostuvieron en estos años una ardua batalla con los círculos intelectuales vinculados a la Iglesia por el control de la información, la cultura y la educación.[50] Pretendieron también crear una milicia de partido, a imagen de las de Italia y Alemania, pero se estrellaron contra el muro infranqueable que era el Ejército, claramente opuesto a la existencia de una organización paramilitar.[51]

			El entramado burocrático que constituía la base orgánica de FET disponía de varias organizaciones especializadas de carácter social, más o menos autónomas y destinadas a encuadrar a sectores concretos de la población, como las mujeres y los jóvenes. La Sección Femenina, creada en el seno de la primitiva Falange en 1934 y encomendada a Pilar Primo de Rivera, incluía a todas las afiliadas a FET —en 1939 eran 580.000— dedicadas preferentemente a labores administrativas o de beneficencia, estas últimas a través del Auxilio Social.[52] También procedía de la Falange de preguerra el Sindicato Español Universitario (SEU), que en 1939 se convirtió en sindicato único, de afiliación obligatoria para todos los estudiantes de enseñanza superior a partir de 1943, lo que supuso un golpe mortal al antes boyante asociacionismo estudiantil católico.[53] El 6 de diciembre de 1940 se creó el Frente de Juventudes, inspirado en las Juventudes Hitlerianas y dedicado a la formación ideológica y militar de los adolescentes, esta última a través de la Instrucción Premilitar Elemental. Con todo, ni esta ni las milicias del Partido, creadas legalmente el 2 de julio de 1940, tuvieron el alcance esperado por los falangistas dada la frontal oposición del Ejército.[54] Y dos años después se formaron las Falanges Juveniles de Franco, que debían servir para formar a los futuros cuadros azules de FET-JONS, «los selectos entre los mejores», como los definía la propaganda oficial.[55] 

			Tras la ley de 13 de julio de 1940, que nacionalizó los medios de comunicación que habían apoyado al bando republicano, estos pasaron a depender de la Delegación de Prensa y Propaganda de FET y constituyeron la Cadena de Prensa del Movimiento, que llegó a alcanzar las cuarenta cabeceras y cuyo buque insignia, el diario Arriba, actuaba como órgano oficial del Partido.[56] También los sindicatos contaban con sus propios medios de comunicación, sobre todo el diario Pueblo. La Vicesecretaría de Educación Popular se ocupaba de la difusión de los ideales nacionalsindicalistas entre la población.[57] El deporte, una actividad con creciente importancia política en su condición de espectáculo de masas, fue puesto bajo el más estricto control oficial a través de la Delegación Nacional de Deportes, dependiente de la Secretaría General del Movimiento, y, en su vertiente popular, mediante la Obra Sindical de Educación y Descanso, dedicada a organizar el ocio de los trabajadores.[58] 

			Conforme a los principios corporativistas del Fuero del Trabajo, promulgado en 1938, las organizaciones sindicales y patronales que habían sobrevivido al conflicto civil fueron unificadas por la Ley de Unidad Sindical, de 26 de enero de 1940, y la de Bases de la Organización Sindical, de 6 de diciembre de ese año. El resultado fue la oficialista Organización Sindical Española (OSE), con veinticuatro sindicatos nacionales, corporaciones laborales o sindicatos verticales que agrupaban a trabajadores —«productores», en la terminología franquista— y empresarios por ramos de producción. Y ello supuso, también aquí, la desaparición del sindicalismo vinculado a la Iglesia, así como de las organizaciones patronales, que tan eficazmente habían combatido la legislación reformista de la República. Los sindicatos de la OSE estaban controlados por la burocracia falangista a través de delegaciones provinciales, dependientes de una Delegación Nacional de Sindicatos integrada en la estructura de la Secretaría General del Partido.[59] Su primer titular fue Gerardo Salvador Merino, miembro del ala «izquierda» de FET y admirador del nazismo. Su defensa de un Estado Sindical totalitario, que promoviera políticas sociales radicales a través de la Revolución Nacional falangista, le enfrentó a los sectores conservadores del Régimen.[60] 

			El poder acumulado por Serrano Suñer y su equipo en el Partido y los aparatos del Estado, así como la resistencia a ello de los monárquicos, la Iglesia y muchos altos mandos del Ejército, acabaron alertando al Generalísimo sobre una situación que podía llegar a ser una amenaza para su poder como dictador. 

			Tras obtener en febrero de 1941 un Fuero de las Jerarquías de FET-JONS que les garantizaba a sus colaboradores práctica inmunidad judicial e impunidad política en función de «la dignidad del Mando», Serrano protagonizó en mayo una maniobra destinada a derribar a Franco u obligarle, al menos, a incrementar el tono fascista del Régimen y el poder del Partido. Pero el Generalísimo fue capaz de resistir, apoyado por un amplio frente antiserranista, y pasó a la ofensiva. Tras garantizarse el apoyo de los dirigentes de la vieja guardia de Falange, procedió a una remodelación de su Gobierno en la que los hombres de Serrano perdieron posiciones. Pedro Gamero del Castillo, que había sustituido un año antes al general Muñoz Grandes al frente de FET, aunque solo con rango de vicesecretario general, fue reemplazado por José Luis de Arrese, un histórico dirigente ajeno al grupo, que recuperó el cargo de secretario general. Serrano había abandonado el Ministerio de la Gobernación, y con ello el control de la policía y de los medios de comunicación, en octubre de 1940, para pasar a Asuntos Exteriores, una cartera más vistosa, pero con menos poder efectivo. No obstante, el «cuñadísimo», como se le conocía popularmente, había logrado que continuaran en Gobernación buena parte de sus colaboradores, lo que le permitía mantener su influencia en la política interna. No obstante, en el cambio de Gobierno de mayo de 1941, Gobernación le fue encomendado a Valentín Galarza, un militar de la plena confianza de Franco y poco simpatizante del falangismo. 

			Este, sin embargo, seguía siendo una fuerza demasiado importante para relegarla en los aparatos del Régimen. En consecuencia, el general actuó para domesticarla. En el nuevo Gobierno incorporó, junto con Arrese, a otros dos camisas viejas, de cuya lealtad tampoco tenía dudas: Miguel Primo de Rivera, como ministro de Agricultura, y José Antonio Girón de Velasco, en Trabajo. Este giro franquista de FET no tardó en hacerse patente en nuevas medidas contra el ala radical del Partido. En julio fue cesado el líder de los sindicatos, Salvador Merino, cuyo pasado masónico se hizo público entonces. De menor relevancia, pero de gran trascendencia para el futuro, fue el nombramiento de un militar antifalangista, el marino Luis Carrero Blanco, para el puesto clave de subsecretario de la Presidencia del Gobierno.

			 

			 

			LA FALANGE DE FRANCO

			 

			Sin embargo, la reconversión del falangismo tardó aún en llegar al partido cuyo organismo clave, la Junta Política, seguía dirigiendo Serrano Suñer. Ello generaba fuertes tensiones con los restantes sectores franquistas, que se resistían al predominio azul en una organización que era la única vía legal para actuar en la política. Tras la derrota parcial de mayo de 1941, Serrano continuó acaudillando el sector del falangismo que rechazaba la coalición conservadora y defendía la «revolución pendiente» para levantar un Estado fascista. A finales de ese año promovió un proyecto de Ley de Organización del Estado, que afirmaba en su preámbulo: «El Estado español es un instrumento totalitario al servicio de la integridad de la Patria. Todo su poder y todos sus órganos se deben a este servicio y están sometidos a Derecho y a los principios políticos y morales del Movimiento Nacional». El proyecto elevaba la Junta Política de FET al rango de «Supremo Consejo Político», una especie de Senado o segunda Cámara del Régimen. 

			Las demás familias del Movimiento, y también el episcopado y los altos mandos de las Fuerzas Armadas, cerraron filas contra este intento de establecer un sistema político calcado de la Italia fascista. Las tensiones, que dieron lugar a reiterados incidentes entre jóvenes falangistas y monárquicos, desembocaron en la crisis política de agosto de 1942. Durante una concentración carlista en el santuario de Begoña (Guipúzcoa), presidida por el ministro del Ejército, general Varela, un grupo de falangistas lanzó dos bombas de mano que causaron 117 heridos, algunos muy graves. Tanto Varela como el ministro de la Gobernación, Galarza, se pusieron enseguida en contacto con varios jefes militares para estudiar medidas de castigo. Seis falangistas fueron sometidos a consejo de guerra y se fusiló a uno de ellos, Juan José Domínguez Muñoz, considerado responsable del comando atacante.[61]

			Consciente de que la situación se le podía ir de las manos, la reacción de Franco ante un hecho que ponía de manifiesto la existencia de facciones enfrentadas en el seno de su régimen fue fulminante. Cesó de sus carteras a Varela, Galarza y Serrano Suñer —que desapareció del escenario político—, y él asumió un papel más firme en el liderazgo de FET. Fortaleció, además, la política de orden público llevando al Ministerio de la Gobernación a Blas Pérez González, jurídico militar y un «técnico» eficaz y absolutamente leal a su persona, que endureció extraordinariamente los mecanismos de control político y social de la población. En adelante, el dictador evitaría cuidadosamente alentar toda veleidad de cesarismo entre sus colaboradores, para lo cual no volvió a dar tanto poder a un ministro, y buscó rebajar, con la ayuda de un complaciente Arrese, la peligrosa belicosidad del falangismo mediante un rápido proceso de «burocratización y domesticación», funcionarizando a sus representantes en el Partido y la Administración y depurándolo de elementos de dudosa lealtad a su persona.[62] 

			Para entonces, el Generalísimo había acometido un importante paso institucionalizador. El 17 de julio de 1942 promulgó la Ley Constitutiva de las Cortes, negociada entre Arrese, en nombre de los falangistas, y el ministro de Justicia, Esteban Bilbao, en el de los tradicionalistas, que establecía un Parlamento unicameral como «órgano superior de participación del pueblo español en las tareas del Estado». Las Cortes orgánicas, que comenzaron a actuar en marzo del año siguiente, se inspiraban en el modelo corporativo del tradicionalismo, de raíces medievales, pero con concesiones a la modernidad del nacionalsindicalismo y a la capacidad decisoria del jefe del Estado. Sus miembros, denominados con el nombre medieval de procuradores, eran reclutados mediante un sistema mixto, que eludía el sufragio universal pero también la representación corporativa pura, que hubiera debido desarrollar en exclusiva el esquema de los tercios de procuradores como representantes electos de las tres «entidades naturales de vida social»: familia, sindicato y municipio. En realidad, muchos de los parlamentarios representaban, como designados y no como elegidos, al Partido y a las instituciones del Estado, por lo que recogían, aunque no de forma expresa, el equilibrio del momento entre las familias políticas.[63] Eran procuradores natos, en razón del cargo, los ministros, los consejeros nacionales del Movimiento, los rectores de las universidades y los presidentes de los altos tribunales del Estado. Lo eran electivos, pero por procedimientos indirectos o también designados en función del cargo, 141 delegados de los sindicatos, siete representantes de los colegios profesionales y 102 alcaldes (los procuradores del tercio familiar se activaron en 1967). Y se sumaban «aquellas personas que por su jerarquía eclesiástica, militar, administrativa o social, o por relevantes servicios a España, designe el Jefe del Estado en número no superior a cincuenta». 

			Las competencias de las Cortes Españolas, Cámara parlamentaria de una dictadura, eran muy limitadas y le cuadra el calificativo de «dócil» en su relación con el Poder Ejecutivo.[64] Los procuradores, que no podían asociarse en grupos parlamentarios, debatían, enmendaban —casi nunca— y aprobaban las leyes, pero no podían proponerlas. Esta facultad recaía en el Gobierno y en su presidente. Otra función parlamentaria, la fiscalización del Ejecutivo, también les estaba vedada y no podían derribarlo con una moción de censura. Hasta su desaparición, tras la muerte de Franco, las Cortes orgánicas cumplieron fundamentalmente una función de resonancia y legitimación de la gestión del Gobierno —se les llamaba «la Cámara del aplauso»— y de punto de encuentro de las familias políticas y de los grupos de intereses económicos. Tuvieron que competir con el Consejo Nacional del Movimiento, cuyas funciones de control político y doctrinal rozaban con frecuencia sus competencias, o las suplían, como sucedía con la vigilancia de la ortodoxia legal de la acción normativa del Ejecutivo.

			Los teóricos de la Falange franquista elaboraron en estos años un entramado doctrinal para justificar el giro ideológico del nacionalsindicalismo con respecto a la casi extinta línea joseantoniana, revistiéndolo de un pretendido continuismo, y avalar de paso el poder absoluto del Generalísimo. Especialmente relevante fue en este sentido la elaboración, en consonancia con el Führerprinzip alemán, de la teoría del caudillaje, del carisma de Franco como caudillo no solo del Movimiento, sino de toda la nación.[65] Con todo, esta característica del liderazgo del militar gallego no fue defendida solo por los teóricos falangistas. Ya en enero de 1939 se la asignó el ideólogo tradicionalista Francisco Elías de Tejada ciñéndola a la tradición histórica española, sobre todo a la teorización de Donoso Cortés, y adaptándola a la trayectoria de un Franco sin pasado político como conductor natural de un movimiento fascista: «El Caudillo es, esencialmente, un jefe militar […]. Su misión esencial es lanzar las consignas supremas de cada hora, puesto que él es el único intérprete legítimo de la empresa misionera que es la nacionalidad española. Suprema autoridad del Nuevo Estado, fuente de la soberanía, raíz última del poder en la tierra».[66] 

			Pero la aportación fundamental a la definición del carisma oficial que acompañaría a Franco hasta su muerte fue la del politólogo falangista Francisco Javier Conde,[67] autor de Contribución a la teoría del Caudillaje (1942), en el que veía «la dictadura revolucionaria apoyada en el poder constituyente del pueblo, cuya voluntad se manifestó en el recurso a las armas». La autoridad excepcional de un caudillo ante su pueblo residía «en la devoción extraordinaria a la ejemplaridad o temple heroico de una persona y de las órdenes por ella establecidas». En función de ello, el Caudillo era solo «responsable ante Dios y ante la Historia». 

			Reforzada así su autoridad absoluta, Francisco Franco, Caudillo de España, jefe del Estado, del Gobierno, del Movimiento Nacional y de las Fuerzas Armadas, pudo concentrarse desde finales de 1942 en preparar respuestas a la evolución de la guerra mundial, que se decantaba ya en favor de los Aliados. Debía afrontar una posguerra que se preveía llena de peligros para un régimen que los vencedores identificaban abiertamente con el modelo de Estado fascista que estaba siendo derrotado en los campos de batalla europeos.

			Este proceso de innovación no fue radical e instantáneo y conllevó cambios en los equilibrios de poder de las familias franquistas. Aunque la etapa más propiamente totalitaria fue dejada atrás en 1942, con la salida de Serrano Suñer del Gobierno, el falangismo seguía siendo una referencia política fundamental, con su control de FET y de los sindicatos y su nutrida presencia en el Ejecutivo y en las Cortes. Pero el Partido había ido perdiendo su capacidad de arbitrar políticas propias y de dar marco a las reivindicaciones de la revolución pendiente para convertirse «en una gran maquinaria de encuadramiento, ideologización y control de la población, proveedora de empleos, pisos protegidos y prebendas a sus cuadros».[68] 

			A partir de 1943, su identificación como una fuerza fascista se convirtió en un pesado lastre para un régimen que buscaba, por la vía de la democracia orgánica, un lugar bajo el sol en la nueva Europa. En la primavera del año siguiente, el nuevo secretario general del Partido, Raimundo Fernández-Cuesta, avaló una circular a los delegados provinciales estableciendo que cesaran las alusiones al Partido, o a FET-JONS, en beneficio de la más descafeinada denominación de «Movimiento Nacional». El crecimiento de este, tan espectacular en los primeros años cuarenta, se detiene; de los 932.000 afiliados de 1942 se pasa a los 908.000 de 1939, en parte por la drástica purga de elementos serranistas acometida por Arrese. También los símbolos experimentaron transformaciones. Los uniformes políticos —camisa azul mahón falangista, boina roja tradicionalista, correajes y en los jerarcas chaqueta blanca y gorra de plato— desaparecerían poco a poco de la cotidianidad de la vida pública. Y en septiembre de 1945 el saludo brazo en alto dejó de ser oficial, aunque amplios sectores de la militancia franquista lo mantendrán hasta el final como signo identificador.[69]

			 

			Frente al puño cerrado, símbolo de odio y de violencia, que el comunismo levantaba, el saludo brazo en alto y con la palma de la mano abierta, de rancio abolengo ibérico, espontáneamente adoptado en pueblos y lugares; saludo que ya en los albores de nuestra historia patria constituyó símbolo de paz y de amistad entre sus hombres […]. Mas circunstancias derivadas de la gran contienda han hecho que lo que es signo de amistad y cordialidad venga siendo interpretado torcidamente […]. Esto aconseja el que, en servicio de la Nación, deban abandonarse en nuestra vida de relación aquellas formas de saludo que, mal interpretadas, han llegado a privar a las mismas, en muchos casos, de su auténtica expresión de amabilidad y cortesía.[70]

			 

			Se cerraba la Era Azul y la derecha española, confortablemente instalada en la dictadura del general Franco, pero enfrentada a un peligroso escenario exterior, liquidaba a efectos prácticos el Partido Único y su proyecto de Estado totalitario para abrir paso a la versión suave y orgánica del Movimiento Nacional.
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			FAMILIAS EN DISPUTA


			LA DERECHA ORGÁNICA 


			 


			1946-1967


			 


			 


			 


			 


			El final de la Segunda Guerra Mundial, y la consiguiente desaparición del Nuevo Orden implantado por el nazismo en la mayor parte de Europa, forzó a la derecha española integrada en el Movimiento Nacional a profundizar en el proceso de reconversión iniciado tres años antes, cuando el intento falangista de instaurar un Estado plenamente fascista fue frenado por la conjunción de las restantes facciones políticas de la coalición franquista, del Ejército y de la Iglesia, con la aquiescencia del jefe del Estado. 


			A lo largo del siguiente cuarto de siglo, el Régimen experimentó una lenta evolución hacia la consolidación de sus estructuras, con el objetivo central de perpetuar la dictadura personal del general Franco, mediante la estrategia de implantar un sistema de «Constitución abierta» que, bajo la ecléctica formulación teórica de la democracia orgánica, facilitara el juego de equilibrios de las familias políticas y la canalización de la participación popular a través del cauce único del Movimiento,[71] pero manteniendo una vocación totalitaria en el control de los usos sociales y de la creación cultural y con un modelo de orden público propio de un Estado policial. 


			En esta larga fase de autoritarismo pragmático, que podría calificarse de franquismo maduro, el Régimen distó, pues, de obedecer a un esquema inmovilista, porque tenía una capacidad de adaptación a los cambios de coyuntura que garantizaba su eficacia y permanencia. A diferencia de la anterior etapa azul y del posterior tardofranquismo, las tensiones internas del aparato político e institucional se manifestaban, básicamente, en los cambios de personal en el Gobierno, mediante los que Franco iba modificando con suma discreción el equilibrio de poder delegado que atribuía a las distintas familias derechistas. En todo el periodo solo se produjeron dos crisis internas de gran magnitud, en las que las modificaciones del equipo ministerial se enmarcaron en procesos más amplios de reajuste del sistema: la de 1956, que marcó el punto cenital del enfrentamiento entre católicos y falangistas, y la de 1969, que evidenció la pugna entre falangistas y tecnócratas, resueltas por el Generalísimo con sendos golpes de autoridad y sanciones ejemplarizantes. 


			 


			 


			RECTIFICANDO EL RUMBO


			 


			En la segunda mitad de 1945, conforme se cernía sobre el régimen español la tormenta diplomática que llevaría a su aislamiento internacional en la posguerra mundial, el sistema político abordó cambios más profundos que el mero maquillaje escénico para alejarse de las connotaciones fascistas. Cambios destinados a dar la impresión, a la sociedad española y a la comunidad internacional, de que contaba con posibilidades de desarrollo constitucional que podrían resultar equiparables a las de una democracia parlamentaria y de que el sistema político asumía progresivamente algunas dinámicas liberalizadoras, dentro de sus propios cauces institucionales y lejos ya de cualquier tentación totalitaria. 


			 


			 


			Tres Leyes Fundamentales


			 


			Una primera muestra de esta voluntad de reinventar el franquismo estuvo en el Fuero de los Españoles, promulgado como Ley Fundamental el 17 de julio de 1945.[72] Fijaba los principios jurídicos básicos del Estado y de cada español —se eludía la palabra «ciudadano»—, a quien se atribuía la condición básica de «portador de valores eternos y miembro de una comunidad nacional, titular de deberes y derechos, cuyo ejercicio garantiza en orden al bien común». El Fuero establecía la confesionalidad católica del Estado: «La profesión y práctica de la Religión Católica, que es la del Estado español, gozará de la protección oficial […] no se permitirán otras ceremonias, ni manifestaciones externas que las de la Religión Católica», aunque asumía «la protección de la libertad religiosa», que, sin embargo, no fue regulada hasta junio de 1967. Garantizaba la igualdad de los españoles ante la ley y el derecho a la propiedad privada, aunque subordinado a «las necesidades de la Nación y al bien común». Parte del articulado se destinaba, sin embargo, a normar los mecanismos de control de la población, regulando de forma muy restrictiva los derechos cívicos de asociación, reunión y expresión. Así, aunque establecía que «todo español podrá expresar libremente sus ideas», solo podría hacerlo «mientras no atenten contra los principios fundamentales del Estado», lo que equivalía a prohibir actitudes críticas y disidencias. Un artículo se dedicaba a constitucionalizar el principio católico de la indisolubilidad del matrimonio y otro, a fijar como prioritaria la protección de la familia, «institución natural y fundamento de la sociedad». Y como «el ejercicio de los derechos que se reconocen en este Fuero no podrá atentar a la unidad espiritual, nacional y social de España», se concedía al presidente del Gobierno —es decir, a Franco— total libertad para suspender mediante un decreto ley la garantía de los derechos individuales cuando estimase que el orden público o la soberanía nacional estaban en peligro.[73]


			Al día siguiente de la promulgación del Fuero, en el noveno aniversario de su Alzamiento, el dictador acometió una modificación del Gobierno con un cambio de titulares de las carteras políticamente muy significativo. Su decisión de dar mayor protagonismo al catolicismo político, como le aconsejaba un Carrero Blanco que ejercía una influencia creciente en sus decisiones, no solo buscaba reducir el peso del falangismo y frenar la radicalidad de sus proyectos en los aparatos del Estado, o gratificar la adhesión de la Iglesia a su régimen. Trataba de profundizar en las supuestas similitudes con la nueva Europa occidental, dando relieve político a un sector del Movimiento, la familia católica, que podía alegar un pasado común y proximidad ideológica con la democracia cristiana que empezaba a formar parte de los nuevos sistemas democráticos europeos.[74]


			En el Gobierno figuraban dos representantes señalados de esta corriente franquista. A José Ibáñez Martín, un miembro de la ACNP que ocupaba el cargo de ministro de Educación Nacional desde 1939, se sumó Alberto Martín-Artajo, también propagandista y presidente de la Acción Católica. Asumió el Ministerio de Asuntos Exteriores, con la misión de obtener el reconocimiento de las democracias occidentales y un apoyo más abierto del Vaticano. Enfrente, el nacionalsindicalismo mantenía algunas posiciones, pero estrictamente como francofalangismo. José Antonio Girón, uno de los ministros más populares del Régimen, seguía en Trabajo. Raimundo Fernández-Cuesta asumía la cartera de Justicia, hasta entonces en manos de los tradicionalistas. Por el contrario, perdían el Ministerio de Agricultura, donde Miguel Primo de Rivera era sustituido por un técnico, el ingeniero agrónomo Carlos Rein. Pero lo realmente significativo era la desaparición de Arrese de la Secretaría General del Movimiento. Esta perdía su rango ministerial y sería desempeñada, con carácter más burocrático que político, por un vicesecretario y luego por el ministro de Justicia. Un organismo tan importante como la Vicesecretaría de Educación Popular, responsable del adoctrinamiento político, fue sacado de la Secretaría General, donde se había convertido en una opción doctrinal falangista, y pasó a depender del católico Ministerio de Educación.[75] También era significativa la presencia de hasta seis militares en el Gabinete, sin contar al propio Franco, preocupado como estaba este por evitar las adhesiones castrenses a los proyectos juanistas de restauración monárquica. 


			A lo largo de un sexenio, este Gobierno acometió transformaciones legislativas importantes, comenzando por las Leyes Fundamentales de Referéndum y de Sucesión en la Jefatura del Estado, que reflejaban el nuevo equilibrio de fuerzas en el seno de la derecha franquista. Con la puesta en funcionamiento de las Cortes Españolas, en 1943, la elaboración de esta normativa constitucional se presentaría como un procedimiento democrático a cargo de una Cámara representativa de la soberanía nacional. Fueron, por lo tanto, los procuradores los encargados de aprobar los textos de las dos nuevas Leyes Fundamentales que, a poco de terminar la Segunda Guerra Mundial, pretendían ofrecer a la población española y a la comunidad internacional la imagen de un Estado de derecho, muy alejado de los fascismos derrotados, en el que la democracia orgánica habilitaba cauces de participación popular en las grandes decisiones políticas.


			La Ley de Referéndum Nacional, de 22 de octubre de 1945, establecía, como posible alternativa al inexistente sufragio universal, la convocatoria de consultas entre la población, con voto obligatorio, «cuando la trascendencia de determinadas leyes lo aconseje o el interés público lo demande». Pero siempre por voluntad del Generalísimo, que era el único que tenía capacidad de convocar el referéndum. Esta medida solo se aplicó tres veces, en 1947, 1966 y 1976 —esta última en el posfranquismo—, para sancionar otras tantas Leyes Fundamentales ya aprobadas por las Cortes Españolas. En los tres casos, el Gobierno obtuvo resultados favorables en torno al 90 por ciento de los votantes, las llamadas «votaciones a la búlgara», aunque el referéndum de 1976, convocado para aprobar la octava Ley Fundamental, la Ley para la Reforma Política que abría paso a la transición a la democracia, se realizó bajo condiciones y expectativas populares muy distintas a las que habían tenido lugar en vida de Franco.


			La Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado llegó a las Cortes en marzo de 1947. La debatió una comisión especial en la que monárquicos y falangistas plantearon objeciones, aunque solo José Luis de Arrese se negó a firmar el dictamen.[76] Aprobada en el pleno con una calurosa defensa del presidente de la Cámara, el tradicionalista Esteban Bilbao, fue sometida a referéndum popular el 6 de julio y promulgada veinte días después. Puesto que la dictadura debía sobrevivir a su creador, este buscó encauzar su sucesión mediante una ley que, por su carácter de fundamental, no pudiera ser soslayada a su muerte. Establecía que España era un «Estado social, católico y representativo», que se constituía en reino. Pero la monarquía no sería restaurada en la familia de los Borbones de pasado liberal, sino instaurada a partir de los «principios del 18 de Julio» y en la persona real que Franco designara libremente, cuando él quisiera. Dada la excepcionalidad en el caudillaje vitalicio del Generalísimo, su sucesor sería un rey con sus poderes limitados por las restantes instituciones del Estado. 


			Según los datos oficiales, en el referéndum para la aprobación de la Ley de Sucesión votó el 88,59 por ciento del cuerpo electoral y el 92,94 por ciento fueron votos favorables, mientras que los negativos, 722.656, suponían el 4,75 por ciento. El contexto politicosocial y las medidas utilizadas por las autoridades civiles y eclesiásticas para animar el voto favorable de la población explican, probablemente tanto como la cocina estadística, el apabullante éxito propagandístico de la consulta.


			 


			[…] ausencia de un contexto político con garantía de los derechos fundamentales; ausencia de garantías en el proceso electoral: legislación, campaña, censo, recuento, etc.; amenaza de excomunión para los refractarios al sí incondicional; sello de votación necesario para las cartillas de racionamiento en el momento de emitir el voto; negación del certificado de buena conducta a los abstencionistas considerados activos; terror de importantes sectores de la población que habían perdido la guerra, etc.[77]


			 


			La aplicación de las previsiones sucesorias —que, no tardó en quedar claro, pasaba por el previo fallecimiento del Caudillo— implicaría a dos nuevas instituciones. El Consejo del Reino, un órgano consultivo, se pronunciaría sobre cuestiones como la designación de su heredero o la declaración de guerra y designaría una terna para que el jefe del Estado eligiera al presidente del Gobierno; lo presidía el presidente de las Cortes —un tradicionalista hasta 1969— y su composición recogía a los jerarcas de las altas instituciones del Estado y a procuradores de los distintos sectores orgánicos de las Cortes, incluido un representante de la Iglesia. En cuanto al Consejo de Regencia, asumiría la dirección del país entre la muerte de Franco y la entronización del rey; lo integraban el presidente de las Cortes, el general de mayor antigüedad en las Fuerzas Armadas y el prelado católico de mayor rango, miembros a su vez del Consejo del Reino. Pero la promulgación de la Ley de Sucesión no supuso que el general abordara inmediatamente el asunto. De hecho, tardó aún veintidós años en designar como sucesor al príncipe Juan Carlos de Borbón.


			 


			 


			Levantando la democracia orgánica


			 


			Junto con estas leyes constitucionales, en la segunda mitad de los años cuarenta el Gobierno y las Cortes introdujeron algunas otras medidas de índole política que iban dirigidas a consolidar el asentamiento del modelo institucional de la democracia orgánica. Pero su alcance era tan limitado y poco operativo que las «consignas oficiales» que el Ministerio de la Gobernación imponía en la línea editorial de los periódicos tuvieron que extremar su imaginación para plantearlas como avances democratizadores Así, la modificación del Reglamento de las Cortes de 17 de julio de 1946, que aumentaba la representación municipal en la Cámara, buscaba reforzar la idea de que la composición del órgano parlamentario respondía a la realidad del cuerpo social conforme a los principios corporativistas y no al domino de un partido único fascista o a intereses de clase. Sin embargo, una medida básica en el funcionamiento de la democracia parlamentaria, como era la iniciativa legislativa, les quedaba vedada a los procuradores, al igual que el control de la actuación del Poder Ejecutivo. Se les autorizaba a «dirigir ruegos y preguntas por escrito a los Ministros» sobre materias de su competencia, pero estos podían «excusar la respuesta cuando así lo exija el interés nacional». 


			El establecimiento del sistema de democracia orgánica fue progresivo, hasta llegar a la Ley Orgánica del Estado, en vigor en 1967, que fijó las líneas básicas del modelo institucional y representativo hasta el final de la dictadura. Pero la mezcla de principios corporativos del tradicionalismo y estatalitas del falangismo nunca funcionó plenamente según el sistema de las tres entidades «naturales» de representación, la familia, el municipio y el sindicato. La Organización Sindical Española (OSE), que agrupaba a empresarios y trabajadores en sindicatos verticales de carácter corporativo, dependió orgánicamente del Movimiento a través de la Delegación Nacional de Sindicatos, y cuando se independizó, en 1971, el delegado nacional pasó a ser miembro del Gobierno como ministro de Relaciones Sindicales. Una Ley Sindical que hubiera fortalecido el papel de mediador social de los sindicatos, y en la que los falangistas pusieron mucho empeño, fue obstaculizada por los equipos tecnócratas y no vio la luz hasta 1971, muy lejos ya del nivel de poder y autonomía pretendido por el sector azul para el sindicalismo vertical.


			En cuanto a la representación familiar, a pesar de que desde la Secretaría General del Movimiento se promocionaron las Asociaciones de Cabezas de Familia como pretendido elemento dinamizador de la participación popular,[78] su tercio en las Cortes no se activó hasta 1967 mediante un sistema de elección orgánico por sufragio directo —solo cabezas de familia y mujeres casadas— que supuso una novedad en el modelo de representación, pero que llegó tarde para que las asociaciones familiares del Movimiento promovieran una movilización social que a partir del año siguiente asumirían espontáneamente unas asociaciones de vecinos crecientemente ganadas por el antifranquismo.


			Y, por lo que respecta a la democracia municipal, en 1947 se promulgó la Ley de Régimen Local, que pretendía ofrecer una mayor representatividad de los ayuntamientos mediante elecciones con carácter corporativo, en las que los vecinos elegían al tercio de concejales de representación familiar. Las primeras se celebraron en 1948, con una participación media cercana al 70 por ciento. Aun así, resultó un experimento de democratización fallido, por cuanto ignoraba el sufragio universal, los candidatos lo hacían a título individual y con manifestación expresa de lealtad del Régimen, y los gobernadores civiles y los aparatos territoriales del Movimiento —los alcaldes, nombrados libremente por los gobernadores, solían ser también sus jefes locales— siguieron ejerciendo un férreo control sobre la vida municipal. Ello restaba el interés por un proceso político en el que la población percibía «que no se producía una renovación de las corporaciones municipales, sino exclusivamente un relevo de concejales, que se iban y eran sustituidos por otros». El resultado fue «una dejadez y apatía» del electorado, que llegó a cifras de participación inferiores al 30 por ciento del censo.[79]


			 


			 


			LAS VÍAS DEL CATOLICISMO POLÍTICO


			 


			En una dictadura resulta imposible cuantificar el grado real de adhesión popular al régimen. Pero en los años cincuenta el recuerdo de la aún reciente Guerra Civil, el miedo personal a ser identificado como disidente, alentado por la escasez de derechos ciudadanos, la dureza de la actuación de los aparatos represivos oficiales y la eficacia de la censura y de los sistemas de propaganda ideológica, pero también la mentalidad conservadora y religiosa y la percepción de que la «paz de Franco» ofrecía posibilidades aún inéditas de progreso material y estabilidad social, eran elementos básicos en el mantenimiento de un alto nivel de adhesión al Régimen, aunque también, y de un modo creciente, del conformismo de una mayoría silenciosa que no la manifestaba explícitamente.


			Sin embargo, los cambios en la aceptación integral de la dictadura por la opinión pública que no le era hostil, no dejaban de representar un peligro para la estabilidad futura del franquismo, ya que marcaban una tendencia que no dejaría de crecer a partir de entonces. Así como no debe exagerarse el impacto social de los actos puntuales de disidencia colectiva de esos años —las huelgas laborales de 1947, las urbanas de 1951, la protesta estudiantil de 1956— tampoco se puede negar que un porcentaje creciente de ciudadanos, cada vez menos limitado a los rojos derrotados en 1939, percibía con descontento las pésimas condiciones económicas y la perpetuación de la política de restricción de las libertades formales.[80] Aunque los conflictos sociolaborales del periodo 1947-1951 no revestían un carácter estrictamente político, su espontaneidad y la resonancia que alcanzaron en el exterior inquietaron a Franco. Decidió, pues, dar un golpe de timón a la vida política. 


			El 18 de julio de 1951, el general designó un nuevo Gabinete, presidido una vez más por él mismo, que introdujo un mayor equilibrio entre la influencia falangista, guardiana de la ortodoxia del Movimiento, y la del catolicismo político, donde se desarrollaban tendencias hacia una tímida liberalización del control estatal sobre la cultura y la economía. Los falangistas situaban a Fernández-Cuesta, un histórico fundador de la Falange joseantoniana pero ahora representante muy señalado del francofalangismo, al frente de la Secretaría General de FET, que recuperaba su rango ministerial. Y José Antonio Girón seguía en Trabajo, garantizando el discurso popular y populista de la Falange «social». En el nuevo Ministerio de Información y Turismo entraba Gabriel Arias-Salgado, que había sido delegado nacional de Prensa y Propaganda y cuyo falangismo se veía atemperado por su adhesión al pensamiento católico más rigorista y tradicional. Los miembros de la ACNP, por su parte, retenían en el vital Ministerio de Asuntos Exteriores a Martín-Artajo e incorporaban en Educación a Joaquín Ruiz-Giménez, hasta entonces embajador ante el Vaticano. 


			Pese a lo escaso de su representación ministerial, los años cincuenta contemplaron el apogeo de la familia católica del Movimiento y su diversificación en corrientes que adquirieron desarrollo propio.[81] Sin plantear distinciones en la ortodoxia religiosa, encarnaban diversas visiones de la evolución de la dictadura y de sus posibles salidas. El sector más exitoso era el que a veces se denomina «colaboracionista», leal al Régimen pero opuesto al predominio falangista, estrechamente vinculado a la jerarquía eclesiástica y heredero de las tradiciones del «catolicismo social» autoritario de preguerra. Con la Asociación Católica Nacional de Propagandistas como referente doctrinal y núcleo de captación de su élite, la corriente poseía como bazas fundamentales su control de los equipos ministeriales de Asuntos Exteriores y Educación Nacional. En el primero, los ministros Alberto Martín-Artajo y luego Fernando María Castiella adquirieron especial protagonismo en algunas operaciones de la primera mitad de la década: los pactos militares con Estados Unidos, el ingreso en Naciones Unidas y el Concordato con el Vaticano. El Régimen los presentó ante los españoles como grandes éxitos diplomáticos que, tras los años de cerco internacional, devolvían a España al concierto de las naciones y la situaban en el contexto anticomunista del «mundo libre», al tiempo que alejaban definitivamente la amenaza de un apoyo exterior al antifranquismo. 


			Martín-Artajo asumió, además, la representación de la estrategia interior del catolicismo colaboracionista, defendiendo una pronta restauración de la monarquía tradicional, la estrecha asociación entre la Iglesia y el Estado y una aplicación efectiva de los limitados derechos ciudadanos a los que se aludía en el Fuero de los Españoles. Apoyado por los Círculos de Estudios de la ACNP, llegó a elaborar un proyecto constitucional de orden político nacionalcatólico —«es esencial huir de la representación individualista, de los partidos políticos y de la ilimitada libertad de prensa o de expresión»—, con el fortalecimiento de la democracia orgánica frente al poder del Partido Único y una aspiración a la restauración de la monarquía tradicional.[82]


			 


			 


			Educando a la sociedad conservadora


			 


			En el terreno de la educación y la cultura, el nacionalcatolicismo venía librando una sorda pugna con el nacionalsindicalismo desde los tiempos de la Guerra Civil. Aunque este distaba de ser una doctrina laicista, desde sus orígenes la Falange había mantenido una clara actitud de recelo hacia el clericalismo en materia educativa y, a estos y otros efectos, propugnado la separación de la Iglesia y el Estado. Pero en el terreno educativo había perdido la batalla desde que, en enero de 1938, se encomendara su planificación al primer ministro de Educación Nacional, el integrista católico Pedro Sainz Rodríguez.[83] El sistema, del que desaparecieron la coeducación o cualquier connotación liberal, se organizó conforme a los principios del nacionalcatolicismo, definido por «su espíritu reaccionario, la lucha ideológica contra la modernidad, su nostalgia del “Imperio Católico” y, a menudo, su adhesión a una concepción gremialista y estamental de la sociedad, a un Estado corporativo».[84] Así formados —los niños por frailes, las niñas por monjas y todos por sacerdotes—, los pedagogos nacionalcatólicos creían que, en su adultez, los escolares se adherirían naturalmente a los valores de la sociedad conservadora y permanecerían leales al Nuevo Estado franquista.


			El Ministerio de Educación Nacional estuvo gestionado, entre 1939 y 1951, por un equipo marcadamente confesional al frente del que se encontraba José Ibáñez Martín, un antiguo catedrático de instituto, exdiputado de la CEDA y miembro destacado de la ACNP.[85] Su labor fundamental, finalizada la depuración del profesorado, se orientó al establecimiento de un sistema de planes de estudio para la enseñanza primaria y media y al impulso del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC), un reducto fundamental de la cultura oficial en los años cuarenta y cincuenta.[86] El preámbulo de la Ley de Enseñanza Primaria de julio de 1945 era muy revelador del espíritu educacional del Régimen:


			 


			La nueva Ley invoca entre sus principios inspiradores, como el primero y más fundamental, el religioso. La Escuela española, en armonía con la tradición de sus mejores tiempos, ha de ser ante todo católica […]. Se reconoce a la Iglesia el derecho que de manera supereminente, e independiente de toda potestad terrena, le corresponde para la educación por títulos de orden sobrenatural, y la potestad que le compete, cumulativamente con el Estado, de fundar Escuelas de cualquier grado, y, por tanto, Primarias y del Magisterio, con carácter de públicas, en armonía con la naturaleza jurídica de la Iglesia como sociedad perfecta y soberana.[87]


			 


			En la enseñanza secundaria, la Iglesia desempeñaba un papel fundamental a través de su red de colegios privados, donde se educaban las élites sociales y buena parte de la clase media. Si en 1946 existían 119 institutos estatales de Bachillerato, había 802 colegios de la Iglesia. Una década después, los institutos seguían siendo 119 y los colegios, 1.018.[88] El anteproyecto de ley que en 1947 elaboró el ministerio, y que no llegó a prosperar, fijaba ocho objetivos en la formación de los adolescentes, entre ellos los que se inspiraban 


			 


			a) En los principios del dogma y de la moral católica y en las disposiciones del derecho canónico vigente, para asegurar necesariamente a todos los alumnos la cultura religiosa y la formación moral consustanciales con la tradición escolar española.


			b) En el firme amor a la Patria mediante el estudio de su Geografía, de su Historia y de su Lengua, de acuerdo con las ideas y sentimientos que suscitaron la Cruzada Nacional […].


			h) En la preparación especial de la mujer para la vida del hogar mediante el cultivo de la artesanía y de las industrias domésticas.[89]


			 


			En el mundo de la enseñanza universitaria eran los falangistas quienes ejercían un mayor control sobre los planes de estudio y encuadraban obligatoriamente a todos los estudiantes en el SEU, aunque dejando en manos del clero la vigilancia de la ortodoxia católica de los profesores, los alumnos y los contenidos docentes y unas pocas instituciones propias de enseñanza superior, como el CSIC, el Centro de Estudios Universitarios (CEU), de la ACNP, la Universidad de Deusto, administrada por los jesuitas, o la de Navarra, fundada por el Opus Dei en 1952. 


			La perspectiva de un sistema educativo férreamente basado en el nacionalcatolicismo varió a partir de 1951, cuando llegó al Ministerio de Educación Joaquín Ruiz-Giménez.[90] El joven político, que aunaba las lealtades familiares católica y falangista, se rodeó de un equipo de intelectuales procedentes de la Falange, entre los que destacaban tres rectores universitarios: Pedro Laín Entralgo, de Madrid, Antonio Tovar, de Salamanca, y Torcuato Fernández-Miranda, de Oviedo. Este último fue el subsecretario del ministerio, mientras que Joaquín Pérez Villanueva asumió la dirección general de Universidades con propósitos aperturistas. El equipo impulsó medidas como la Ley de Ordenación de la Enseñanza Media, de 26 de febrero de 1953, que sometía la educación privada a un riguroso control estatal, y un ambicioso Plan de Construcciones Escolares, de diciembre de ese año, que establecía convenios entre el ministerio y ayuntamientos y diputaciones para abrir centros de enseñanza públicos. Medidas que provocaron mucha irritación en los medios eclesiásticos, conscientes de que el Estado recuperaba roles que amenazaban su virtual monopolio educativo.


			En el terreno cultural, el equipo de Ruiz-Giménez parecía empeñado en facilitar algún tipo de reconciliación entre los españoles que habían vivido la Guerra Civil. Entre sus principales golpes de efecto se encuentra el homenaje al filósofo José Ortega y Gasset, una figura mundial de talante liberal, admirada y denostada a la vez por el falangismo y que, en el exilio hasta 1945, pasó sus últimos tiempos en España recogiendo el tributo debido a su obra y sin abjurar de los principios que habían regido su vida. En vísperas de su fallecimiento, en octubre de 1955, el Ministerio de Información y Turismo había enviado una consigna obligatoria a los periódicos: «Ante la posible contingencia del fallecimiento de D. José Ortega y Gasset, y en el supuesto de que así ocurra, este diario dará la noticia con una titulación máxima de dos columnas y la inclusión, si se quiere, de un solo artículo encomiástico, sin olvidar en él errores religiosos y políticos del mismo, y en todo caso, eliminando siempre la denominación de maestro».[91] Sin embargo, frente a esta actitud oficial, Ruiz-Giménez presidió su entierro católico y las instancias de su ministerio animaron algunas iniciativas de homenaje, manifiestamente heterodoxas desde una perspectiva política y que están en el origen de la crisis universitaria de 1956. 


			 


			 


			La Obra de Dios


			 


			La hegemonía en el catolicismo político de los hombres vinculados a la ACNP, enfrentada a profundas divisiones entre franquistas y antifranquistas,[92] fue cuestionada, desde mediados de la década, por miembros de otra asociación religiosa, el Opus Dei. Su papel en la vida social y cultural española y sus relaciones con la tecnocracia ministerial que impulsó el desarrollismo económico y social de los años sesenta, han hecho verter ríos de tinta y están lejos de suscitar una opinión unánime entre los historiadores.[93] 


			La Prelatura de la Santa Cruz y Opus Dei —la Obra, como se la conoce coloquialmente— fue fundada en Roma, en 1928, por el sacerdote aragonés Josemaría Escrivá de Balaguer. Comenzó muy pronto a actuar en España, con unas dimensiones modestas, pero la intensa recatolización de la sociedad de la posguerra fue un caldo adecuado para su crecimiento, iniciado por un grupo de universitarios madrileños que, a partir de 1939, emprendieron viajes de apostolado.[94] Aprobada como asociación religiosa por el episcopado español en 1941, en 1944 se ordenaron los primeros sacerdotes del Opus y a partir de 1950 funcionó como instituto secular, con entidad jurídica autónoma dentro de la Iglesia católica. Se expandió por numerosos países, favorecido por una estructura interna jerarquizada y muy militante y por un mensaje religioso impregnado de fuerte espiritualidad y conservadurismo social, que tenía su aportación más popular en el libro Camino, de Escrivá de Balaguer. El Opus Dei alcanzó un rápido desarrollo en los medios intelectuales vinculados al catolicismo. En 1952 patrocinó la creación de una universidad privada, la de Navarra, y tuvo especial éxito en la masiva llegada de sus miembros a las cátedras universitarias y otros puestos de relieve cultural y científico, especialmente el CSIC, donde descollaron opusdeístas como su secretario general, José María Albareda, o Florentino Pérez-Embid, director general de Propaganda en el equipo del ministro Arias-Salgado.[95]


			La presencia de hombres del Opus Dei en los círculos gubernamentales, aunque no expresamente en su condición de miembros de la sociedad religiosa, se haría muy patente desde finales de los años cincuenta, con el apoyo de Carrero Blanco, y pronto sustituirían a los propagandistas en las fobias del falangismo. Pero ya años antes se había producido la irrupción en el panorama ideológico de la derecha española de un peculiar miembro de la Obra, Rafael Calvo Serer. Filósofo vinculado a la tradición de pensamiento antiliberal de Menéndez Pelayo y del grupo de Acción Española, se dio a conocer en 1949 con un libro, España sin problema, obra de fervoroso franquismo, galardonada con el Premio Nacional de Literatura, con la que replicaba a otra —España como problema— del falangista Pedro Laín Entralgo, entonces en pleno proceso de alejamiento del Régimen. 


			Director de la influyente revista de pensamiento Arbor, editada por el CSIC,[96] Calvo se convirtió en un activista monárquico, apoyando la candidatura de don Juan de Borbón, pero vinculándola a una dictadura tecnocrática y a la fidelidad a los ideales del nacionalcatolicismo, como expuso en su libro Teoría de la restauración (1952). A partir de esta mixtura impulsó la idea de la «tercera fuerza», como proyecto de salida ordenada del franquismo hacia una monarquía juanista de carácter tradicional. La propuesta, que dirigía de paso sus baterías contra los «demócrata cristianos complacientes» del equipo de Ruiz-Giménez y contra los «oportunistas revolucionarios» de la Falange, no concitó muchas adhesiones, aunque halló cierto eco en el entorno político de Arias-Salgado.[97] 


			La condición de monárquico juanista pesó fundamentalmente en la trayectoria de Calvo Serer, que se fue distanciando del franquismo y asumiendo posiciones próximas al liberalismo, que se hicieron patentes en el diario Madrid, del que era propietario y que dirigía otro miembro liberal del Opus, Antonio Fontán. Su línea editorial llegó a ser tan crítica con el Régimen, y especialmente con el falangismo, que el ministro de Información y Turismo, Manuel Fraga Iribarne, impulsó una maniobra para cerrar la publicación, aunque ello no se logró hasta 1971, cuando el político gallego ya no estaba en el Gobierno. La ofensiva del sector movimientista del Ejecutivo se extendería luego a otros dos diarios de una empresa vinculada al Opus, El Alcázar y Nuevo Diario.[98]


			Los ejemplos de Calvo Serer y de Fontán o el del jerarca falangista Fernando Herrero Tejedor, entre otros, se utilizan para avalar la tesis, defendida por los portavoces del Opus Dei, de que la asociación religiosa no poseía una orientación política concreta durante los años del franquismo y de que sus miembros actuaban en ese terreno a título personal. Sin embargo, en esa época tanto la clase política como la opinión pública lo implicaban en la conformación y la orientación de una familia del Movimiento, la tecnócrata, surgida en la segunda mitad de los años cincuenta, que consolidó sus posiciones en los aparatos institucionales fundamentalmente a través de equipos de planificación y gestión económica, y cuya impronta ideológica quedó patente en las líneas evolutivas del Régimen a lo largo de la década siguiente. 


			 


			 


			LA CRISIS DE 1956


			 


			A mediados de los años cincuenta, en el seno de la coalición franquista no parecían posibles nuevos movimientos de disidencia como los surgidos en la década anterior —monárquicos juanistas, democratacristianos, falangistas «auténticos»— en forma de minúsculas opciones opositoras. Pero las tensiones internas entre las familias del Movimiento persistían, estimuladas por la rivalidad en las visiones de desarrollo político, las diferencias doctrinales y la necesidad de promocionar a sus clientelas. Tensiones que, fundamentalmente, enfrentaban a los falangistas con las corrientes monárquicas y con los propagandistas católicos, y en otro plano con la jerarquía eclesiástica y los altos mandos del Ejército, pero que también afectaban al propio equilibrio interno de las familias, en función de los diversos grados de colaboracionismo con las instituciones del Estado o de identificación con el modelo doctrinal de la democracia orgánica que estaban conformando las Leyes Fundamentales. Unas tensiones que acabaron confluyendo en la doble crisis política de 1956.


			 


			 


			El conflicto universitario


			 


			La llegada al Ministerio de Educación Nacional de Ruiz-Giménez y su equipo trajo aires de renovación educativa y cultural, que estimularon una apertura intelectual en la que participaban tanto los discípulos de Ortega y Gasset como los intelectuales de la «Falange liberal» —Dionisio Ridruejo, Pedro Laín, Antonio Tovar— que habían contactado progresivamente con los orteguianos a través de Escorial y otras revistas de pensamiento. A la ebullición de este naciente sector crítico de la intelectualidad se sumaba la aparición de tensiones en el seno del SEU entre los activistas del sindicato vinculados al Movimiento y otros estudiantes que asumían posiciones distanciadas del Régimen.[99] Una de las primeras iniciativas de los jóvenes contestatarios fueron los Encuentros entre la Poesía y la Universidad, organizados por el estudiante Enrique Múgica Herzog, con la colaboración de Ridruejo. Patrocinados por el Aula de Cultura del SEU, los Encuentros contaron con la participación de Luis Rosales, Gerardo Diego, Luis Felipe Vivanco y José Hierro. Sirvieron al propósito de establecer un intercambio de ideas, al margen de los cauces oficiales, entre estudiantes con inquietudes políticas e intelectuales consagrados.


			La experiencia animó a sus organizadores a emprender un proyecto más ambicioso, un Congreso de Escritores Jóvenes que, como escribió Ridruejo en sus memorias, sirviera para que «los jóvenes universitarios intercambiasen sus ideas con alguna comodidad, dando ocasión a un diálogo que les esclareciera mejor que a un silencio que les envenenara». El rector Laín se sumó entusiasmado, les habilitó un despacho en el rectorado y les entregó una ayuda económica para editar un boletín, confeccionado en la imprenta del Ministerio de Educación, que publicó tres números. Bendecido así por las autoridades educativas, el Congreso llegó a ser presentado en público en mayo de 1955. Pero el boletín molestaba a los responsables del SEU por su tono crítico. Y el homenaje laico al fallecido Ortega y Gasset, convocado en los medios universitarios en noviembre de ese año, convenció a las autoridades policiales de que el Congreso no debía celebrarse, y fue prohibido por el ministro de la Gobernación.


			Pese a la suspensión gubernativa, los promotores siguieron alentando el activismo juvenil disidente en las filas del SEU. El 19 de enero de 1956, en el círculo cultural Tiempo Nuevo, de Madrid, se celebró una reunión a la que asistieron Ridruejo, Javier Pradera, Múgica, Ramón Tamames, Jesús López Pacheco y otros. Se redactó un manifiesto, que llegó a reunir tres mil firmas de adhesión, dirigido «al Gobierno de la Nación, a los Ministros de Educación Nacional y Secretario General del Movimiento», en el que, tras poner de relieve la pobreza material e intelectual de la universidad española, se pedía la convocatoria de un Congreso Nacional de Estudiantes.[100] 


			La reacción de los falangistas, conscientes de que lo que se jugaba en el envite era el futuro del SEU, fue fulminante. A comienzos de febrero de 1956, estudiantes falangistas y antifranquistas compitieron en las elecciones de delegados del sindicato oficial. Se produjeron enfrentamientos en la Universidad Central, que alcanzaron su cenit con un violento asalto a la Facultad de Derecho. El día 9 de febrero, una concentración de falangistas que conmemoraban el día del Estudiante Caído y en la que participaban varios altos cargos del Régimen, se cruzó con una manifestación de jóvenes antifranquistas. En el enfrentamiento cayó herido de un disparo en la cabeza, parece que efectuado por alguien del grupo falangista, Miguel Álvarez, miembro del Frente de Juventudes.


			Durante los días siguientes, mientras el herido se debatía entre la vida y la muerte, circuló el rumor de que escuadras de activistas de FET, alentados por su vicesecretario general, el ultra Tomás Romojaro —con el secretario general de gira por Hispanoamérica—, planeaban una «noche de los cuchillos largos» en la que serían eliminados una serie de adversarios de Falange incluidos en listas negras. Algunos jefes locales del Movimiento llegaron a repartir armas entre sus hombres.[101] Como sucediera años atrás con el atentado de Begoña, Franco se inhibió mientras se gestaba la crisis, lo que le permitiría ejercer su papel arbitral y meter en cintura a las familias de su régimen. Luego reaccionó de manera enérgica, animado por los altos mandos del Ejército. El Gobierno suspendió por tres meses cinco artículos del Fuero de los Españoles, que hacían referencia a los derechos individuales, cerró la universidad madrileña y forzó la dimisión de su rector. 


			Como ya hiciera en 1942, el Generalísimo repartió castigos ejemplares entre los ministros. El 25 de febrero reorganizó su Gobierno introduciendo dos cambios. Ruiz-Giménez fue sustituido en Educación por Jesús Rubio, camisa vieja de Falange que reintroduciría la ortodoxia en el sistema educativo y actuaría con mano dura contra los disidentes en la universidad. Y regresaba a la Secretaría General del Movimiento, en lugar de un Fernández-Cuesta que parecía haber perdido el control del Partido, José Luis de Arrese, arquitecto de la Falange franquista que, junto con el incombustible ministro de Trabajo, Girón, debía encargarse de mantener viva la presencia del nacionalsindicalismo en las altas esferas del Estado, acatando a la vez la autoridad de Franco.


			Aunque la crisis no fue más allá, aquello había sido el auténtico bautismo de una nueva oposición, encarnada por antiguos militantes franquistas, activistas católicos y jóvenes estudiantes de extracción burguesa, en muchos casos hijos de notables del Régimen.[102] Se trataba de una oposición no organizada en partidos, que asumiría la acción política pacífica como una estrategia a largo plazo contra la dictadura y que en los años siguientes protagonizaría nuevas vías del antifranquismo, un tanto alejadas de los afanes de un exilio republicano que, a mediados de los años cincuenta, seguía teniendo enormes problemas para conectar con la oposición interior.


			 


			 


			El proyecto constitucional de Arrese


			 


			El protagonismo de las corrientes del catolicismo político y el surgimiento de movimientos protestatarios entre trabajadores y estudiantes sacaron de un prolongado sopor a los jerarcas de FET-JONS. Este era, sobre el papel, un partido único formidable, una organización de masas cercana al millón de afiliados. Pero los recursos económicos, dependientes de una magra partida de los presupuestos del Estado, eran demasiado escasos para sostener su presencia en todos los ámbitos sociales. 


			Enfrentados al reto de recuperar la supremacía de la que habían disfrutado en los aparatos del Estado antes de 1945, los políticos falangistas buscaron reforzar la idea de que su control del Movimiento les otorgaba el monopolio de la movilización política de la población y de la emisión de ideología. En octubre de 1953 se reunió en Madrid el I Congreso Nacional de FET-JONS. Allí, Girón, Fernández-Cuesta y otros camisas viejas se esforzaron en ofrecer una imagen de unidad de la familia azul. Abundaron en la retórica de la Revolución Nacional, con propuestas como el aumento del peso de la Organización Sindical en la política económica o la revitalización del papel político del Consejo Nacional, entonces prácticamente un cadáver político. Las «Bases de acción política» aprobadas por los congresistas hacían hincapié en el monopolio de la organización, que no consentiría «bajo ningún pretexto la ilegítima actuación de camarillas que pretendan mermarle su condición de única inspiradora del Estado y, consiguientemente, la autoridad de su Jefe y Caudillo». No obstante, en el multitudinario acto de clausura, Franco se encargó de poner límites a tales propósitos con la permanente amenaza del contrapeso castrense: «La Falange está por encima de las contingencias […] flanqueando y respaldando la fuerza constituyente de nuestro Ejército».[103]


			Entre los falangistas reinaba un creciente disgusto por el papel que desempeñaban en el sistema político, que a su juicio era el de poco más que meros comparsas. En diciembre de 1956, un agraviado Arrese señaló ante el Consejo Nacional, en lo que parece una notable exageración, que solo un 5 por ciento de los cargos políticos de la Administración podían ser considerados auténticos falangistas: dos de los dieciséis ministros, uno de los diecisiete subsecretarios, ocho de los 102 directores generales, dieciocho de los cincuenta gobernadores civiles, seis de los cincuenta presidentes de diputaciones, 766 de los 9.155 alcaldes, etcétera.[104] A ello se unía la constatación de la pérdida de peso ideológico y educacional del falangismo frente al auge de sectores más conservadores y las previsiones de sucesión en la Jefatura del Estado, que apuntaba a una restauración de los Borbones que la familia azul no deseaba.


			Arrese, con el concurso algo reticente de Girón, impulsó la «refalangistización» del Movimiento, que a lo largo de 1956 reactivó su Consejo Nacional, tras once años inactivo, recobró parte de su antiguo protagonismo político y social, y recuperó para la militancia a unos treinta y cinco mil falangistas que lo habían abandonado, descontentos con la devaluación del antiguo partido único. Los planes del ministro consistían en la elaboración de un conjunto de leyes fundamentales que pusieran fin a la etapa de «Constitución abierta» iniciada el 18 de julio de 1936 y permitieran la construcción de un auténtico Estado nacionalsindicalista.[105] Ya el 3 de marzo de 1956 lo anunció a un auditorio entusiasmado en una concentración falangista en Valladolid, al que propuso «ganar la calle y estructurar el régimen», tras afirmar que «si estamos insatisfechos los falangistas es porque muchas de nuestras ambiciones revolucionarias están pendientes de realizar y porque la sociedad que nos circunda tiene mucho de injusta y mucho de sucia».[106] Puede que hubiera bastante de retórica vacua en esta reivindicación de la «revolución pendiente», pero ello tuvo la virtud de alarmar a los restantes sectores del Régimen, que se movilizaron para frenar unos planes tras los cuales muchos veían un repunte del totalitarismo fascista.


			El equipo de Arrese basó su proyecto de reforma en la elaboración de tres leyes constitucionales: la de Principios Fundamentales del Movimiento Nacional, la Orgánica del Movimiento Nacional y la de Ordenación del Gobierno. A tal fin, el ministro designó una ponencia del Consejo Nacional, presidida por él mismo e integrada por otros cinco falangistas —el vicesecretario general del Movimiento, Diego Salas Pombo, y los consejeros nacionales Rafael Sánchez Mazas, Francisco Javier Conde, José Antonio Elola y Luis González Vicén—, así como por los ministros no falangistas Carrero Blanco y Antonio Iturmendi. En un primer momento asumió el protagonismo González Vicén, representante del ala más radical de la Falange, quien redactó un anteproyecto de Ley Orgánica del Movimiento que defendía su democratización interna, hasta el extremo de que el jefe nacional sería elegido, y podría ser cesado, por los miembros del Consejo Nacional. El anteproyecto no llegó más lejos.


			Arrese incorporó entonces a la comisión al falangista Emilio Lamo de Espinosa, director del Instituto de Estudios Políticos, quien se encargó de redactar, durante el verano de 1956, un texto más moderado.[107] El anteproyecto de Ley Orgánica del Movimiento Nacional otorgaba a la organización, cuya militancia de base era casi exclusivamente falangista, el práctico monopolio legal de la movilización de masas, manteniendo en su seno a la OSE y al SEU. 


			El jefe del Estado seguiría siendo jefe nacional, pero a la muerte de Franco su sucesor —se obviaba el que tuviera que ser un rey— ejercería la jefatura solo de forma simbólica y la auténtica dirección del Movimiento recaería en su secretario nacional, elegido por el Consejo Nacional. Este vería enormemente reforzado su poder, ya que el anteproyecto le atribuía funciones propias de una segunda Cámara parlamentaria, tales como la vigilancia de la aplicación de los principios constitucionales, la fiscalización de la actividad del Gobierno y el derecho de veto sobre los presupuestos del Estado y cuantas leyes fueran tramitadas por las Cortes. Todo ello suponía elevar el Movimiento, y su Consejo Nacional, a la categoría de instancia soberana dentro del Régimen, un renovado partido único definido en el texto como «organización intermedia entre el Estado y la Sociedad» o, en palabras de Arrese, «el estadio común de la voluntad política de todos los españoles que piensan en la Revolución Nacional». A nadie se le escapaba que el anteproyecto otorgaba al aparato del Movimiento, y sobre todo a su secretario nacional, capacidad para controlar la actuación del Gobierno y de las Cortes, dos de los ejes básicos del poder personal de Franco. 


			En cuanto a la Ley de Ordenación del Gobierno, el anteproyecto preveía que el sucesor de Franco en la Jefatura del Estado —seguía sin mencionarse al rey— no ejerciera la presidencia del Consejo de Ministros. El presidente del Gobierno, designado por cinco años por el jefe del Estado tras ser consultados el presidente de las Cortes y el secretario nacional del Movimiento, vería su actividad fiscalizada por el Consejo Nacional, que podría destituirlo mediante una moción de censura.


			Cuando ambos anteproyectos fueron remitidos al Consejo Nacional para su estudio, a finales de septiembre, se acumularon hasta 106 enmiendas de consejeros, 33 de ellas a la totalidad y la mayoría procedentes de los sectores monárquicos y católicos. El mismo Franco, a quien Carrero había advertido por escrito de los peligros que para su régimen personal entrañaba la nueva normativa, entregó a Arrese quince observaciones que, en su conjunto, invalidaban sus planes. 


			El ministro, lejos de ser el instrumento útil que quería el Generalísimo para domeñar los ímpetus de la Falange, se había convertido en un personaje peligroso para muchos, sobre todo cuando se filtró el rumor de que sopesaba la convocatoria de un referéndum popular, a la muerte de Franco, que decidiese el futuro entre monarquía y república. Los sectores políticos no falangistas, encabezados por los ministros Carrero Blanco, Martín-Artajo e Iturmendi, los empresarios y la jerarquía eclesiástica se movilizaron contra lo que tachaban de «proyecto totalitario».[108] Martín-Artajo llegó a hacer circular su proyecto constitucional alternativo, con seis propuestas de modificación legislativa en la línea del nacionalcatolicismo.[109] En diciembre de 1956, tres cardenales, entre ellos el primado, Pla y Deniel, visitaron a Franco para protestar, en sintonía con el Vaticano, contra una reforma constitucional que veían cercana al nazismo.[110] 


			A partir de entonces, el cese de José Luis de Arrese era algo cantado, sobre todo cuando el ministro-secretario general, tras ver rechazado en diciembre un nuevo y mucho más limitado texto de sus leyes políticas, efectuó el día 29 de dicho mes una intervención ante el Consejo Nacional que sonó a despedida —«que no nos duela la herida, porque si todo falla, es agradable la vuelta silenciosa al cariño del hogar»— y dejó de aparecer en público. Ciertos sectores falangistas comenzaron a agitarse y hubo algunas manifestaciones callejeras en apoyo del ministro, lo que probablemente aceleró su caída. 


			 


			 


			LLEGAN LOS TECNÓCRATAS


			 


			La doble crisis de 1956, política y social, puso de manifiesto que el equipo gubernamental que se estrenó con la década había agotado ya su impulso. Era preciso dar una nueva orientación a la política del Régimen en busca de un reforzamiento del entramado institucional y, a la vez, de un auténtico despegue económico, que terminara con los tiempos de la autarquía y alejase el recurrente fantasma de la protesta social.


			La salida que defendía Carrero Blanco, convertido en el más influyente consejero del Generalísimo, pasaba por un relevo generacional que disminuyera el peso de las tradicionales familias franquistas en beneficio de nuevos dirigentes sin compromiso manifiesto con la Gran Coalición derechista de la Guerra Civil y capaces, por lo tanto, de asumir, libres de viejas servidumbres doctrinales, programas que modernizaran las estructuras sociales y económicas sin alterar la naturaleza autoritaria del régimen. Carrero encontraría estas figuras a promocionar, fundamentalmente, entre la élite funcionarial y profesional vinculada al Opus Dei. 


			El 25 de febrero de 1957 se produjo el esperado reajuste del Gobierno. Esta vez, el movimiento de carteras fue espectacular, una verdadera crisis de Gabinete, ya que afectó a doce de los dieciocho ministros. Algunos cambios resultaban muy significativos, como los que tendían a volver a la Falange al redil. Arrese, puesto «a enfriar», según expresión de Franco, en el nuevo y muy secundario Ministerio de la Vivienda,[111] fue sustituido en la Secretaría General del Movimiento por José Solís Ruiz, coronel jurídico, responsable de la Organización Sindical, y cuyo falangismo franquista estaba lejos de cualquier preocupación teórica o veleidad autonomista. El populista Girón, al que los empresarios responsabilizaban en buena parte de la crisis económica por el elevado coste de su política laboral «obrerista», desaparecía de Trabajo, tras quince años en el cargo. Le sustituyó Fermín Sanz Orrio, un sindicalista que figuraba desde hacía tiempo en la nómina de sus enemigos personales. La debacle azul apenas sería compensada con la sustitución de Martín-Artajo, jefe de filas de la familia católica, por Fernando María Castiella, de pasado falangista y menos significado políticamente, pese a sus vínculos con las familias católica —era miembro de la ACNP— y monárquica. 


			Pero, sobre todo, marcaría un hito la llegada a las áreas de decisión económica del Gobierno de los primeros tecnócratas, Mariano Navarro Rubio en Hacienda y Alberto Ullastres en Comercio. Más discreta, por cuanto no era ministro, pero ya fundamental desde el punto de vista de la planificación política, era la presencia de Laureano López Rodó, como segundo de Carrero en su condición de secretario general técnico de la Presidencia del Gobierno.[112] Estos y otros representantes de la tecnocracia iban a encabezar el giro económico y político que llevaría al régimen, en pocos años, de la autarquía al desarrollismo y facilitaría que, a más largo plazo, el infante Juan Carlos de Borbón recuperara el trono de sus mayores.


			La tecnocracia era una forma «gerencial» de entender la gestión de los asuntos públicos presente en la política europea desde hacía mucho tiempo. La visión de un gobierno de los «técnicos» se relacionaba con la capacidad y la eficacia de «los mejores» frente a la aleatoriedad de las decisiones adoptadas por los políticos profesionales, especialmente en unos sistemas democráticos en los que la suerte de tales políticos dependía de las decisiones episódicas de las masas.[113] Desde el punto de vista de los tecnócratas, la democracia era posible si se les otorgaba a ellos la necesaria autonomía en la gestión administrativa —la Quinta República francesa sería un ejemplo—, pero resultaban especialmente propicios a su modelo de gestión del Estado sistemas autoritarios como las dictaduras ibéricas de los años cincuenta y sesenta, que habían entrado en una fase madura, con una pérdida de capacidad de encuadramiento político y de movilización ideológica a través del Partido Único y la necesidad de sustituirlos por el crecimiento económico y la modernización social como recursos para mantener la adhesión popular en torno a los principios de la estabilidad política y la eficacia técnica en una gestión de la Administración no dogmática, sino virtualmente empresarial.[114]


			Aunque ya se empleaba al comienzo de la etapa del desarrollismo para aludir al sector de la clase política que defendía sus políticas, el término «tecnócratas» para identificar a una familia del Régimen comenzó a utilizarse como un lugar común a comienzos de los años setenta.[115] Antes se les solía asignar un significado grupal de militancia religiosa, «el grupo del Opus Dei», o se les identificaba con su presencia en los medios científicos, el «grupo de Arbor». Bajo la influencia de pensadores como Rafael Calvo Serer y Florentino Pérez Embid, la revista Arbor, del CSIC, o la editorial Rialp a través de su Biblioteca de Pensamiento Actual, realizaron en los años cincuenta una intensa labor de difusión de un pensamiento vinculado a la monarquía tradicional y al catolicismo integrista, pero también al liberalismo económico y a la función de las élites técnicas en la conducción de las políticas de Estado. 


			Era en esta segunda faceta donde resultaba posible identificar una corriente política del franquismo como tecnócrata.[116] Sus miembros se movían a caballo de dos visiones. Por una parte, apreciaban la necesidad de la «liberalización» en el terreno económico que rompiera con la vieja idea de la autarquía y facilitara un rápido proceso de industrialización y de inmersión del país en los circuitos del mercado capitalista, como el Fondo Monetario Internacional, la OCDE o la naciente Comunidad Económica Europea (CEE), que se convirtió en un objetivo estratégico de primer nivel para sus equipos económicos, que sacarían un buen rendimiento político al cicatero acuerdo preferencial de 1970.[117] Se oponían, por lo tanto, a las rígidas visiones del orden socioeconómico corporativista y autárquico del falangismo o del tradicionalismo. Pero, por otra parte, deseaban evitar cualquier apertura del Régimen que debilitara a las instituciones del Estado o que introdujera mecanismos de representación democrática en su gestión política y económica, ya que ello restaría capacidad de actuación a la élite técnica que, mediante mecanismos de cooptación, debía asumir tales tareas de planificación y desarrollo por un largo periodo. El sistema ideal era, pues, la democracia orgánica.


			La contradicción básica a que se enfrentaban los tecnócratas, y que supuso una causa fundamental de su fracaso político, era el hecho de que el desarrollo económico acelerado y los cambios de modelo social que ello traería aparejados acabarían creando las condiciones precisas para que se generara una demanda creciente de libertades, especialmente entre el nuevo proletariado industrial y la clase media emergente, que terminaría desestabilizando el orden autoritario y abriendo paso a una democracia parlamentaria. Bien mediante un movimiento revolucionario, como le sucedió al tecnocrático caetanismo portugués, bien mediante una transición política, como sucedió en España.


			Una característica común a los regímenes tecnocráticos es el menor valor que asignan a la filosofía política, a la teorización del sistema, frente a los planteamientos de eficiencia técnica y desarrollo material. Pero ello no significa que carezcan de justificaciones doctrinales a la hora de defender los valores del desarrollismo económico, del papel dirigente de las élites técnicas y funcionariales o de los mecanismos autoritarios en la gestión política. En la familia franquista alcanzaron especial relieve y popularidad los equipos económicos, protagonistas del Plan de Estabilización y de los Planes de Desarrollo y nada preocupados por las cuestiones filosóficas. Pero existía también una fundamentación teórica de la corriente que, junto a la propia racionalización de la tecnocracia, incorporaba elementos del integrismo católico y del tradicionalismo monárquico. En este último sentido cabe considerar cómo la familia —con su mentor político, Carrero Blanco, a la cabeza— desempeñó un importante papel en la promoción del infante Juan Carlos de Borbón como titular de la monarquía del 18 de Julio.


			En ese plano dual se puede señalar como fundamental la aportación de dos catalanes de muy distinta trayectoria profesional, que ocuparon cargos ministeriales en los años del apogeo de la corriente: en la planificación económica y administrativa, Laureano López Rodó, y en el campo del pensamiento político, Gonzalo Fernández de la Mora. 


			López Rodó era un barcelonés con una larga y meritoria carrera al servicio del Estado. Catedrático de derecho administrativo, durante una estancia en la Universidad de Coímbra trabó amistad con Marcelo Caetano, el más destacado representante de la tecnocracia lusa, con quien compartía muchos rasgos doctrinales.[118] Monárquico y miembro del Opus Dei, entró en contacto con las teorías económicas liberales de Rostow y con el modelo de planificación indicativa «antiazar» de Pierre Massé, en el que cimentó su proyecto de desarrollo económico. Sus tesis sobre la reforma de la administración atrajeron la atención de Carrero Blanco, que le convirtió en uno de sus asesores, le encomendó la Ley de Principios del Movimiento y le incorporó al Ejecutivo como secretario general técnico de la Presidencia del Gobierno, puesto desde el que acometió una profunda reforma de la Administración española. En 1962 se hizo cargo de la Comisaría del Plan de Desarrollo, con categoría de ministro tres años después, desde donde impulsó, como líder del equipo de planificadores tecnócratas, los procesos de modernización y liberalización de la economía que le convirtieron en una figura clave del aparato político franquista, en el que imprimió una profunda huella con su participación en la elaboración de la Ley Orgánica del Estado (1966), destinada a consolidar el modelo institucional del Régimen y a limitar el poder de sus rivales falangistas.


			El también barcelonés Gonzalo Fernández de la Mora, diplomático y autor de textos de pensamiento claves para la corriente, como El crepúsculo de las ideologías (1965) y Del Estado ideal al Estado de la razón (1972), en su etapa de ministro de Obras Públicas (1970-1973) representó una de las cimas más publicitadas de la eficacia técnica del desarrollismo. Aunque influido por Ortega y Zubiri, buscó actualizar conforme a su visión monárquica la línea de pensamiento neotradicionalista de Acción Española y Arbor a través de un corpus doctrinal que sus discípulos denominaron «racionalismo».[119] Fernández de la Mora representaba un punto de inflexión entre el pensamiento nacionalcatólico clásico y la nueva tecnocracia autoritaria, en un intento de conjugar los valores «espirituales» del primero y las ventajas «materiales» de la segunda.


			 


			 


			Avances institucionales


			 


			Mientras el equipo de la Secretaría General del Movimiento reconvertía el falangismo y procuraba mantener el control de la organización en la movilización de la masa de partidarios del Régimen, los tecnócratas se iban haciendo con los mecanismos gubernamentales de planificación, dando paso a un modelo institucional que ha sido calificado de «autoritarismo burocrático». Ello no se hizo sin resistencias de quienes veían en la nueva familia un desembarco en la cúpula del Régimen del Opus Dei y de los medios empresariales contrarios al Estado «social» levantado por la Falange, cuyas conquistas estarían ahora en peligro por la reforma de la Administración, los programas económicos liberalizadores y los recortes presupuestarios de la élite tecnocrática.[120] 


			Fracasado el proyecto de Arrese en 1956, el proceso de institucionalización de la dictadura dio un giro radical. El principal responsable de ello fue López Rodó en su condición de secretario general técnico de la Presidencia del Gobierno. Al no ser aconsejable utilizar el cauce de las Leyes Fundamentales para modernizar el sistema de funcionamiento de la Administración estatal durante una delicada etapa de ajuste económico —el Plan de Estabilización— que se entendía también de transición política en el seno del Régimen, se recurrió a la legislación ordinaria. En 1957 se promulgaron el Decreto Ley sobre Reorganización de la Administración Central del Estado y la Ley de Régimen Jurídico de la Organización del Estado.[121] Esta venía a ser una réplica de la frustrada Ley Orgánica del Gobierno ideada por Arrese, pero ignoraba olímpicamente la existencia del Movimiento Nacional. La nueva ley definía los órganos superiores de la Administración y consolidaba las potestades ejecutivas del presidente del Gobierno —función que no se asimilaba, aunque tampoco se separaba expresamente, de la del jefe del Estado— y la capacidad de este último para legislar mediante decretos leyes, al margen de las Cortes y sin otro trámite que el dictamen no vinculante del Consejo de Estado. De gran importancia era el artículo 9, que establecía una Oficina de Coordinación y Programación Económica. Dirigida por una comisión presidida por el ministro subsecretario de la Presidencia —Carrero— e integrada por los secretarios generales técnicos de la Presidencia y de los ministerios económicos, la Oficina se convertiría en el primer fortín de los tecnócratas y les brindaría el liderazgo en el desarrollo de la planificación indicativa.


			Otro hito importante fue la Ley de Procedimiento Administrativo, de julio de 1958, que fijaba los procedimientos de gestión y las obligaciones de la Administración pública con respecto a los ciudadanos, aunque dejaba un amplio margen a la discrecionalidad de los funcionarios, dotados del arma temible del «silencio administrativo». Luego, en 1964, culminaría la reforma administrativa con la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, que fijaba los derechos y obligaciones de este numeroso colectivo profesional.


			En el mes de enero de 1962 se creó la Comisaría del Plan de Desarrollo, dentro de la Subsecretaría de la Presidencia del Gobierno, encomendada a López Rodó. Se daba con ello por liquidada la difícil etapa de transición marcada por el Plan Nacional de Estabilización Económica lanzado en 1959, que no había repercutido en una mejora ostensible de los indicadores económicos, pero había frenado su prolongado deterioro durante los años de la autarquía. Ahora las áreas económicas del Ejecutivo, en manos de los tecnócratas, se disponían a lanzar un ambicioso proyecto de modernización y crecimiento que tendría su plasmación en los planes cuatrienales de Desarrollo Económico, el primero entre 1964 y 1967, el segundo entre 1968 y 1971, y el tercero hasta 1975, momento en el que, se pensaba, España sería una potencia industrial comparable a las del entorno europeo.


			Si era necesario mantener al Movimiento Nacional como organización de encuadramiento de masas, entre otras cosas para cerrar una posible vía a unos partidos políticos que los tecnócratas rechazaban de plano, también parecía conveniente fijar una síntesis doctrinal que definiera, en esta etapa del franquismo maduro, cuáles eran los «principios del 18 de Julio» que se consideraban inmutables y dónde estaban los límites de equilibrio institucional en los que las diferentes familias políticas podían desenvolver sus propios proyectos. Pero ya había pasado la hora de la Falange y Franco deseaba impulsar nuevas —en realidad, viejas— orientaciones doctrinales. Ahora serían los dos más destacados ideólogos de la tecnocracia, Gonzalo Fernández de la Mora y Laureano López Rodó, quienes se encargarían de redactar el anteproyecto de la postergada Ley de Principios del Movimiento Nacional, aunque con una naturaleza muy diferente a como la habían imaginado los falangistas en 1956. Fue promulgada por Franco el 17 de mayo de 1958, sin permitir que la debatieran unas Cortes en las que no hubiera suscitado unanimidades. Declarada Ley Fundamental, pretendía una relectura de los postulados joseantonianos, sustituyendo los hasta entonces vigentes veintiséis puntos programáticos de FET-JONS por otros doce más acordes con la pluralidad del franquismo. 


			El texto, que no tenía una aplicación legal concreta y en el que no se leía ni una sola vez la palabra «Falange», era una declaración de principios doctrinales que confirmaba el monopolio del Movimiento Nacional en la vida política. Sin embargo, ya no lo veía como una «organización intermedia entre la Sociedad y el Estado», es decir, el Movimiento-Organización, un partido único de índole básicamente falangista, sino como el Movimiento-Comunión, algo espiritual propiedad de toda la comunidad nacional: «Comunión de los españoles en los ideales que dieron vida a la Cruzada». Por otra parte, la ley fijaba como principios para la futura monarquía los de «tradicional, católica, social y representativa», conforme al acervo nacionalcatólico de sus autores. Incidía en la confesionalidad del Estado: «La nación española considera como legítimo timbre de honor el acatamiento a la ley de Dios, según la doctrina de la santa Iglesia católica, apostólica y romana […] que inspirará su legislación». Y sancionaba el modelo de representación política conforme a los principios tradicionalistas de la democracia orgánica: «La participación del pueblo en las tareas legislativas y en las demás funciones de interés general se llevará a cabo a través de la familia, el municipio, el sindicato y demás entidades con representación orgánica».[122] Una colección, en definitiva, de viejos principios de la derecha antiliberal, «permanentes e inalterables», que constituirían una garantía a la hora de frenar nuevos intentos de fascistizar el Estado desde la estructura de un Movimiento que ahora, como «patrimonio de todos los españoles», no podría reivindicase como estrictamente falangista.


			 


			 


			LA INSOPORTABLE LEVEDAD DEL ENTE: SOLÍS Y EL DESARROLLO POLÍTICO DEL MOVIMIENTO


			 


			Un año antes de la promulgación de la Ley de Principios, la llegada de José Solís Ruiz a la Secretaría General inició una etapa de cambios en la organización de la pretendida plataforma de masas del franquismo, lo que denominó «el desarrollo político», en busca de reanimar su función movilizadora de adhesiones populares a la dictadura y de emisora de ideología. Político populista, apoyado por las bases sindicales del Régimen —gracias en cierta medida al diario Pueblo, el influyente órgano de los sindicatos que dirigía uno de sus más estrechos colaboradores, Emilio Romero—, Solís no era precisamente un aliado para los equipos tecnócratas que llegaban a las áreas económicas del Gobierno,[123] pero sí un hombre dispuesto a mantener al Movimiento bajo una estricta dependencia de las directrices del Caudillo, potenciando el carácter burocrático de sus organismos y renunciando a cualquier planteamiento utópico de revolución permanente, a cambio de que se mantuviera como refugio básico del falangismo. 


			 


			 


			Sacudiendo las estructuras


			 


			Solís tenía ya decidida esta línea de actuación cuando llegó a la Secretaría General. Lo más realista parecía ser hacer migrar el concepto de partido único de FET-JONS, políticamente desaparecido con la Ley de Principios de 1958, hacia el más ambiguo e integrador del Movimiento Nacional y, a la vez, centralizar al máximo su organización administrativa y doctrinal, a fin de fortalecer la capacidad organizativa de la Secretaría General y, con ello, aumentar el peso de su titular en el Consejo de Ministros. Ello requería limitar el papel de organismos con cierta autonomía política, propensos al alboroto y de difícil encaje en la estructura de la Secretaría, como la Hermandad de la Vieja Guardia, que integraba a los veteranos falangistas de la Segunda República, o la Guardia de Franco, que desde julio de 1944 venía a ser un pobre sustituto de la fracasada Milicia de FET. También sería necesario ampliar la base de apoyo social y el activismo del Movimiento, mediante el incremento de la capacidad de movilización popular de sus organizaciones provinciales y locales y la potenciación del asociacionismo social en su seno. En su primera intervención pública como secretario general, Solís llamó a «la incorporación total del pueblo a la acción del Movimiento», abriendo paso así al concepto de «desarrollo político» como impulso a la implicación global de la comunidad nacional en las dinámicas de la institución y al fortalecimiento de su monopolio en el encuadramiento político de masas.[124] La base popular del franquismo ganaría así la partida a la emergente élite tecnocrática en una definición de los procesos políticos de participación y de toma de decisiones, que seguirían siendo orientados por los dirigentes de la familia azul. 


			El equipo que rodeó al nuevo secretario general representó la llegada a los puestos ejecutivos del Movimiento de la segunda generación de la derecha franquista, la que no «había hecho» la guerra y que, además de la lógica impaciencia ante el tapón generacional que representaban los veteranos, poseía una visión distinta a la de estos sobre los rumbos del francofalangismo. Eran falangistas que luego desempeñarían un importante papel en el tardofranquismo, o en la formación de los partidos de la derecha durante la Transición y en la propia democratización del sistema político: el vicesecretario general, Fernando Herrero Tejedor, José Miguel Ortí Bordás, Rodolfo Martín Villa, Gabriel Cisneros, Pío Cabanillas, etcétera. Y especialmente, dada la relevancia de su trayectoria futura, Manuel Fraga Iribarne. Nacido en la localidad lucense de Villalba, en 1922, había hecho una brillante carrera funcionarial: diplomático, letrado de las Cortes y catedrático de Derecho Político. En la política, vinculado al falangismo y al catolicismo político, tuvo un ascenso igualmente rápido. Secretario general del Instituto de Cultura Hispánica en 1951, dos años después Ruiz-Giménez le nombró secretario del Consejo de Educación y en 1955 secretario general técnico del ministerio, puesto del que dimitió al año siguiente en solidaridad con el ministro cesado. En la jerarquía del Partido, Fraga progresó bajo la protección de Arrese y luego de Solís, hasta ser consejero nacional y entrar en la Junta Política. Tenido por uno de los más sólidos valores intelectuales de la segunda generación falangista, en 1956 ocupó la subdirección del Instituto de Estudios Políticos y en 1961 asumió su dirección. Pero antes, el 17 de diciembre de 1957, el BOE publicó el decreto por el que se le nombraba delegado nacional de Asociaciones del Movimiento, puesto desde el que realizó un gran esfuerzo para desarrollar las Asociaciones de Cabezas de Familia como cauce popular revitalizador del Movimiento. Para entonces, también era procurador en Cortes por nombramiento directo de Franco.[125]


			La primera medida de Solís al llegar al Gobierno fue significativa de los nuevos rumbos de la democracia orgánica. Un decreto de la Jefatura Nacional del Movimiento de 20 de julio de 1957, en el que no aparecía ni una sola vez la palabra «Falange», reestructuró los servicios de la Secretaría General y terminó con la semiautonomía del SEU, convertido en un organismo más del engranaje administrativo del Movimiento. En el preámbulo se definía un concepto de este muy lejano ya de la etapa totalitaria de FET-JONS:


			 


			La sugestiva atracción que ofrecen a grandes sectores nacionales nuestros propósitos y nuestras ideas en el mejor servicio de la unidad, de la grandeza y de la libertad de la Patria, han producido un estado de opinión popular tendente a estimar al Movimiento como una acción de todos los españoles a favor de aquellos sustanciales objetivos y, accediendo este a ser un sistema de movilización nacional, de entusiasmos y de adhesiones, precisa un entendimiento más amplio en lo funcional que el citado artículo veintitrés de los Estatutos [de FET-JONS], no quedando por ello limitado o dificultado el cauce político natural que el Movimiento ha de ofrecer a todos los españoles sin excepción, asegurando la base popular del Estado nacido de la Cruzada de Liberación.[126] 


			 


			Subordinados al secretario general, en la sede central de la madrileña calle de Alcalá funcionarían en adelante diez organismos: la Vicesecretaría General, la Organización Sindical y las delegaciones nacionales de la Sección Femenina, de Juventudes, de Provincias, de Prensa, Propaganda y Radio, de Educación Física y Deportes, de Organizaciones del Movimiento, de Auxilio Social y de Asociaciones, esta última de nueva creación. 


			El proyecto de desarrollo político se les encomendó a la Delegación Nacional de Organizaciones del Movimiento y, sobre todo, a la de Asociaciones. La misión de la primera era «ensanchar las bases de adhesión al Movimiento a grupos colectivos» y «programar, dirigir y vigilar el desarrollo de toda actividad de cualquier orden que corresponda a los afiliados». Asumiría el control de las entidades de encuadramiento político ya existentes, como la Vieja Guardia o la Guardia de Franco. Por su parte, la naciente Delegación Nacional de Asociaciones, la que dirigía Fraga, encargada de «canalizar las inquietudes y aspiraciones de los españoles […] a fin de que lleguen al seno del Gobierno canalizadas por la Secretaría General», agruparía a las entidades sociales especializadas en seis «niveles»: hermandades de antiguos combatientes y excautivos, asociaciones de profesorado de enseñanza superior, el SEU, el Servicio Español del Magisterio y otras entidades «que reglamentariamente se determine», en especial las profesionales no sindicales y las Asociaciones de Cabezas de Familia, destinadas estas últimas a atender «al principio doctrinal que considera a las familias como cauce de participación del hombre en las tareas públicas» y reguladas por una ley de diciembre de 1964.[127]


			Un sentido semejante tenía, dentro de la Delegación Nacional de Juventudes del Movimiento, la transformación del Frente de Juventudes, una organización de encuadramiento juvenil creada en 1940 con manifiestas connotaciones fascistizantes, y de las más selectas Falanges Juveniles de Franco en la Organización Juvenil Española. La OJE, creada en junio de 1960, era definida como «un movimiento fundado para la hermandad y el entrenamiento de los jóvenes que deseen hacer de su vida un acto permanente de servicio a la justicia y a la Patria dentro del espíritu cristiano de sus mayores». Miles de niños y adolescentes españoles, encuadrados según la edad en las «legiones» de flechas, arqueros y cadetes, recibirían durante la siguiente década y media adoctrinamiento político y una base de formación paramilitar —aunque en menor grado que en el Frente de Juventudes— impartidos por los «oficiales instructores» en los hogares urbanos y los albergues y campamentos de verano que la OJE tenía repartidos por toda la geografía nacional.[128] 


			Poco desarrollo político se podría sacar de este cajón de sastre, aunque durante algún tiempo los jerarcas falangistas alentaron la esperanza de «articular un vasto movimiento asociativo familiar, que tuviera capacidad de promocionar, a través de elecciones, a políticos a las más altas esferas del Estado».[129] A tal efecto, Fraga organizó dos espectaculares Congresos de la Familia Española y el 30 de mayo de 1966 una orden de la Secretaría General creó la Unión Nacional de Asociaciones Familiares, vinculada a la Delegación Nacional de Asociaciones del Movimiento.[130]


			En cuanto al Consejo Nacional del Movimiento, una vez derrotada la reforma constitucional de 1956 que lo hubiera convertido en una especie de poderoso Senado, siguió teniendo unas funciones muy limitadas en la vida política. La institución evidenciaba la acumulación de años de la dictadura. La media de edad de los 110 consejeros era de sesenta y un años en 1969 y la mayoría representaban a la Gran Coalición de 1936, sobre todo camisas viejas de la Falange, pero también requetés, monárquicos alfonsinos o activistas católicos. Una parte de ellos, los llamados Cuarenta de Ayete, habían sido designados personalmente por el jefe del Estado, quien como jefe nacional del Movimiento nombraba además otros seis consejeros. El resto, representantes de las diputaciones provinciales, los ayuntamientos, los sindicatos y las Asociaciones de Cabezas de Familia, eran miembros de la segunda generación de Falange, con una media de edad de cincuenta y un años. Pero a partir de 1968 se incorporaron al Consejo algunos de los recién creados procuradores del tercio familiar de las Cortes, varios de los cuales no llegaban a la cuarentena.[131] 


			El desarrollo político vinculado a la dinamización de las entidades encuadradas orgánicamente en la estructura del Movimiento no ofreció los resultados previstos. Según los datos aportados por la Secretaría General en marzo de 1963, la afiliación masculina llevaba dos décadas estancada. Si en 1942 el Movimiento afirmaba tener unos 932.000 militantes varones y 952.000 en 1953, en 1963 eran 931.802, mientras que ese último año la Sección Femenina contaba con 294.931 afiliadas. Por entidades, 372.069 pertenecían a las hermandades de excombatientes, 43.419 a las de excautivos, la Vieja Guardia contaba con 37.534 miembros y la Guardia de Franco con 80.037, y la Organización Juvenil Española encuadraba a 173.578 niños y adolescentes.[132] Muy probablemente, la estadística estaba hinchada. Para ese año se han señalado 172.451 afiliados «normales», es decir, afiliados a través de la estructura de las delegaciones provinciales y no de las asociaciones de excombatientes, aunque ello no significa que estuviesen activos.[133] Y la mayoría de ellos serían trabajadores del propio Movimiento, que los tenía en nómina en los diversos escalafones de su compleja estructura burocrática.


			La decadencia de la organización movimientista era especialmente manifiesta en el SEU, donde se fogueaban entonces los cuadros políticos de la tercera generación azul, pero que nunca se había repuesto de la crisis estudiantil de 1956. Según las estimaciones oficiales, en 1963 solo contaba con 3.310 militantes activos, pese a que la afiliación era automática para todos los universitarios.[134] En abril del año siguiente, tras la dimisión de un desalentado Rodolfo Martín Villa, que llevaba solo un año presidiendo el SEU, su sucesor, José Miguel Ortí Bordás, un joven converso al falangismo procedente de las filas carlistas, hubo de asumir la liquidación del sindicato estudiantil, reemplazado a partir de abril de 1965 por unas efímeras e inoperantes Asociaciones Profesionales de Estudiantes, un «sucedáneo pseudodemocrático»[135] que ya no dependía de la Secretaría General del Movimiento pero cuya vinculación con su aparato era evidente. La desafección de los universitarios, los futuros cuadros profesionales e intelectuales del país, era una prueba más del porvenir que le esperaba al Movimiento si no recuperaba la iniciativa en la movilización social.


			 


			 


			Una ordenada concurrencia de criterios


			 


			A mediados de los sesenta era evidente que el proyecto de Solís había fracasado en su apuesta por el desarrollo político. La reforma de las estructuras del Movimiento no había reducido su burocratismo, sino todo lo contrario, y las asociaciones «especializadas», sobre todo el proyecto estrella de las de cabezas de familia, se nutrían con franquistas convencidos, lo que frustraba la visión de una política de apertura a la sociedad que facilitara la adhesión de la mayoría silenciosa y rejuveneciera la base humana del Movimiento. El éxito de los tecnócratas en su planificación del desarrollo económico estaba impulsando, por otra parte, una modernización social que tenía sus aspectos más evidentes en el fortalecimiento del proletariado industrial y de la clase media urbana. Las estructuras de la Organización Sindical, las Asociaciones Profesionales de Estudiantes o la OJE habían mostrado ya su escasa capacidad de dinamización en estos sectores y se enfrentaban a una creciente presencia de las fuerzas antifranquistas —como las Comisiones Obreras, el movimiento vecinal o el Sindicato Democrático de Estudiantes Universitarios— y de una Iglesia que, animada por el giro doctrinal del Concilio Vaticano II, mostraba actitudes críticas con la dictadura y poseía organizaciones que replicaban a las del Movimiento, desde las Hermandades del Trabajo o las Hermandades Obreras de Acción Católica hasta los boy-scouts católicos o sus medios de comunicación, como el diario Ya y los demás periódicos de la Editorial Católica o Radio Popular, mucho más influyentes que la decadente prensa del Movimiento. En la Secretaría General consideraban, pues, necesaria una reforma de la organización que, más allá de las modificaciones estructurales planteadas en el decreto de julio de 1957, abriera cauces a una participación política más activa de los partidarios del Régimen, a quienes —pero solo a ellos— el Fuero de los Españoles había abierto la posibilidad de «reunirse y asociarse libremente». 


			Nada se movió hasta 1967, cuando la Ley Orgánica del Estado definió al Movimiento como el terreno en el que debería establecerse «la vida política en ordenada concurrencia de criterios» y «el contraste de pareceres sobre la acción política» abierto a todos los españoles. En el seno de la organización, un sector aperturista, alentado por el secretario general, comenzó a preparar los nuevos cauces de participación popular mediante la creación de un sistema de asociaciones de emisión de opiniones sobre los problemas políticos, encauzado en el seno del Movimiento. Enfrente tuvieron, desde el comienzo, a un influyente sector del franquismo, luego definido como inmovilista, que consideraba suicida cualquier apertura hacia la pluralidad pública de opiniones y que contaba con el apoyo del vicepresidente del Gobierno, el almirante Carrero, contrario al proyecto asociativo desde el principio. Así, en unas declaraciones efectuadas al diario Pueblo, a comienzos de 1968, afirmaba que «el contraste de pareceres, en cada momento y sobre cada cuestión determinada», tenía sus cauces «en los foros de la Organización Sindical, en las reuniones de Ayuntamientos y Diputaciones y, sobre todo, en el seno de las comisiones de las Cortes Españolas y del Consejo Nacional [del Movimiento]». Por esto, consideraba que «formar grupos, ligarse al mandato de quien los dirija, es inadmisible».[136]


			Pese a ello, Solís y sus colaboradores siguieron adelante, aunque con cautela. Entre 1967 y 1969, a iniciativa de la Secretaría General y con base en la ponencia sobre desarrollo político redactada a petición suya por el Consejo Nacional en 1964, elaboraron un entramado jurídico consistente en cuatro normas de muy distinto rango, destinadas a consolidar el edificio institucional y participativo del Movimiento por un largo periodo y a crearle un amplio espacio de autonomía, ajeno a la fiscalización del Gobierno o de las Cortes. 


			 


			a) El 28 de junio de 1967 se aprobó la Ley Orgánica del Movimiento y de su Consejo Nacional, que reorganizaba su estructura y la abría a posibles nuevas formas. Como desarrollo de esta ley, en septiembre del año siguiente se aprobó el Reglamento del Consejo Nacional, que otorgaba a los consejeros la posibilidad de promover, en el seno del organismo, «el análisis crítico de soluciones de gobierno y la formulación de medidas y programas», así como «deliberaciones sobre asuntos de carácter político». Con ello, se investía al órgano superior del Movimiento de unas funciones que no poseía el propio Parlamento orgánico y se hacía plausible que los consejeros encabezaran corrientes políticas más o menos reconocidas. 


			b) Un mes después, el Consejo Nacional iniciaba el estudio de un Estatuto Orgánico del Movimiento, encargado a una ponencia integrada por tres pesos pesados del falangismo de la época: Torcuato Fernández-Miranda, Fernando Herrero Tejedor y José Utrera Molina. El proyecto establecía, en su título III, unas asociaciones que actuarían «sobre la base común de los principios del Movimiento». Entre los fines enunciados para ellas figuraban el desarrollo de la participación familiar en la vida pública y la defensa y promoción de los intereses de la familia española, la formulación de la opinión pública sobre la base común de los Principios del Movimiento, la promoción de los valores culturales, la defensa de aquellas profesiones que no contaran con sindicato de ramo en la Organización Sindical o los colegios profesionales, etcétera. Se evitaba cuidadosamente, por lo tanto, apostar por cualquier finalidad que sonara a partidos políticos, y, de hecho, en el texto no se hablaba de asociaciones políticas, sino de «asociaciones de opinión pública». Y, por si no quedaba claro, se especificaba que las asociaciones no tendrían carácter electoral, que deberían ser aprobadas por el Consejo Nacional del Movimiento y que este organismo las controlaría y podría clausurarlas si se apartaban de la ortodoxia política. 


			c) Promulgado el Estatuto como decreto, el 20 de diciembre de 1968, el siguiente paso era la elaboración de un anteproyecto de Bases de Régimen Jurídico Asociativo, que deberían aprobar las Cortes. Para tal fin, el Consejo Nacional designó otra ponencia integrada por Fernández Sordo, Hernández Gil, Labadíe Otemin, Rodríguez de Valcárcel y Martínez Esteruelas. Los debates en lo que los propagandistas del régimen llamaban «la Cámara de las Ideas» fueron muy vivos y demostraron que incluso algo tan lene como el modelo de asociaciones de opinión propuesto creaba grandes alarmas en el sector inmovilista de la clase política. Ni siquiera lo calmaban las enormes precauciones tomadas, entre otras la de que cada asociación tuviera estructura, en el momento de su legalización, en por lo menos veinticinco provincias, con más de mil adheridos en cada una, a fin de desalentar veleidades regionalistas. Eran muchos los franquistas que temían que el experimento terminase pulverizando al Movimiento en auténticos partidos políticos, difícilmente controlables por el Consejo Nacional. Y entre quienes pensaban así se encontraba el propio jefe del Estado.


			 


			Pese a todas estas reservas, el dictamen pactado fue aprobado por unanimidad por el pleno del Consejo el 3 de julio de 1969. Inmediatamente algunos promotores se adelantaron a anunciar proyectos: Reforma Social Española, Fuerza Nueva, Acción Política, Democracia Político-Social-Económica… Quedaba ahora decidir qué rango legal tendría el documento. Tras mucho pensarlo, Franco solo aceptó, y con grandes reticencias, que se publicara como una simple orden ministerial, lo que reducía tanto el alcance político de la medida —podía ser modificada o suprimida en cualquier momento por el Gobierno— que prácticamente la dejaba sin valor. Solís firmó la orden y envió el texto al BOE. Pero hubo que detener inmediatamente su publicación ante la reiteración de las dudas que surgieron sobre su oportunidad, con el escándalo MATESA en todo su apogeo. Moría así el proyecto del desarrollo político, y su patrocinador fue cesado como ministro-secretario general en octubre a consecuencia de dicho escándalo. El sucesor de Solís, Torcuato Fernández-Miranda, se negó a caer en «trampas saduceas» y retiró el polémico proyecto asociativo, que tardaría casi cinco años en salir adelante, como fruto de la «apertura Arias». 


			 


			 


			CULMINANDO LA OBRA: LA LEY ORGÁNICA DEL ESTADO


			 


			Los gobiernos de la llamada «etapa tecnocrática» promovieron, junto con la puesta en marcha de los modelos desarrollistas de índole económica y social, un intenso proceso de promulgación de textos legales, bien como leyes propuestas por el Gobierno y aprobadas por las Cortes, bien como decretos leyes emanados de las jefaturas del Estado y del Gobierno. A esta legislación se la creía destinada a culminar el proceso de institucionalización del Régimen y el modelo representativo de la democracia orgánica, pero también a adaptar, en la medida en que ello era posible en un sistema autoritario, el marco legal a las nuevas realidades sociales, así como a facilitar el tránsito, que ya no podía demorarse mucho por razones biológicas, hacia una monarquía que respetara las esencias del Estado del 18 de Julio y que sería instaurada conforme a las estipulaciones de la Ley de Sucesión de 1947. 


			El plan legislativo de renovación, al que realizaban aportaciones, a veces antagónicas, tecnócratas y falangistas, tuvo sus principales hitos en la Ley Orgánica del Estado y en la Ley de Prensa e Imprenta, pero implicó otras varias medidas, como la Ley del Derecho Civil a la Libertad en Materia Religiosa, la Orgánica del Movimiento, la de Representación Familiar o la Ley Sindical. Tuvieron irregular suerte en su tramitación, pero fracasaron en su propósito de insuflar nueva vida a una dictadura que entonces parecía en su apogeo, pero que no tardaría en entrar en fase terminal.


			Así, la Ley Sindical, una apuesta de Solís Ruiz para aumentar la autonomía y el poder social de la OSE, no salió adelante hasta 1971, y entonces lo hizo muy menguada en sus propósitos por el veto de los equipos económicos tecnocráticos, alarmados por el hecho de que en las elecciones a delegados sindicales de 1966 se hubieran impuesto los candidatos de las ilegales Comisiones Obreras, próximas al Partido Comunista.[137] La de Libertad Religiosa de 28 de junio de 1967, prácticamente forzada por el cambio de postura sobre el tema de la Iglesia tras el Vaticano II, y especialmente la encíclica Dignitatis humanae, obligó a modificar el Fuero de los Españoles para pasar de la teórica «tolerancia» a una aún más teórica «libertad» religiosa, lo que suscitó enormes resistencias entre los sectores ultraconservadores del clero y la clase política que no querían otorgar estatus legal a los restantes cultos.[138] El propio ministro de Justicia, el tradicionalista Antonio María de Oriol, redujo al mínimo su alcance al defender la ley en las Cortes: «Que no se confunda la regulación de un derecho civil de la libertad en materia religiosa con torcidas interpretaciones que busquen descarada o encubiertamente, cobarde o neciamente, debilitar o destruir nuestra unidad católica».
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